Abordaje criminológico de las ejecuciones extrajudiciales ocurridas en Colombia en el periodo 2002 – 2010 by Castillo Murcia, Iván David
 
Abordaje criminológico de las 
ejecuciones extrajudiciales ocurridas 








Universidad Nacional de Colombia  
Facultad de Derecho  
Bogotá, Colombia  
2018  
Abordaje criminológico de las 
ejecuciones extrajudiciales ocurridas 




Iván David Castillo Murcia 
 
Trabajo de investigación presentado como requisito para optar al título de:  
Magister en Derecho 
 
Director:  
Alejando Gómez Jaramillo 
Co-director: 
Omar Huertas Díaz 
 
 Línea de Investigación:  
Sociología y Política Criminal 
 Universidad Nacional de Colombia  
Facultad de Derecho  
Bogotá, Colombia 2018  
Abordaje criminológico de las ejecuciones extrajudiciales ocurridas 








Evitar las graves violaciones a los Derechos Humanos en Colombia constituye uno de los 
grandes retos para superar el conflicto armado, materializar la democracia y consolidar un 
tránsito hacia la paz, por lo que se hace necesario que desde la sociología criminal se 
realicen análisis a estos fenómenos con el fin de entender sus dinámicas y a partir de allí 
formular mecanismos adecuados que permitan controlar la arbitrariedad y la represión. 
El presente trabajo presenta una visión desde la sociología criminal diseñada para 
entender la delincuencia juvenil, respecto de la práctica generalizada por la fuerza pública 
de asesinar civiles para hacerlos pasar como guerrilleros o criminales dados de baja en 
combate, la cual se acrecentó exponencialmente durante el periodo de puesta en marcha 
de la política de Seguridad Democrática. A partir de esta labor se pretende reflexionar sobre 
el tratamiento que se le ha dado por parte de las autoridades nacionales y los verdaderos 
alcances de sus estrategias políticas. 
Palabras claves: Ejecuciones extrajudiciales; técnicas de neutralización; Derechos 
Humanos; Criminalidad de Estado; Fuerzas Militares 
Abstract 
One of the greatest challenges to overcome the armed conflict in Colombia is to avoid 
human right violations, materialize democracy and the pathway to peace.  From criminal 
sociology prospective its necessary to analyze this phenomenon in order to understand 
their dynamics, and from there; create adequate mechanisms that will allow to control the 
repression and arbitrariness. 
 
This paper presents a criminal sociology vision designed to understand youth delinquency, 
in regards of the Public Force actions of assassinating members of the society and 
presenting them as rebels and/or criminals killed during combat.  Such practice presented 
an incremental growth during the democratic security policy enforcement.  This work intends 
to reflect the attitude undertaken by the national authorities towards this fact and the 
ambitiousness of their politic strategies. 
Key Words: Neutralizations Techniques, Human Rights, Military Forces, Extrajudicial 
Executions, State Crimes.   
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Durante los años 2002 a 2010 se desarrolló en nuestro país la denominada Política de 
Seguridad Democrática, un modelo que, de acuerdo con sus propios creadores, pretendió 
reforzar y garantizar la presencia del Estado de Derecho en todo el territorio, mediante el 
fortalecimiento de la autoridad democrática; del libre ejercicio de la autoridad por las 
instituciones; del imperio de la ley y de la participación de los ciudadanos en los asuntos 
de interés común. De ese ejercicio de fortalecimiento de la capacidad bélica del Estado y 
del afán de mostrar la eficacia de la mano dura se derivó el crecimiento de algunas formas 
de infracciones al Derecho Internacional Humanitario y conductas que atentan contra los 
Derechos Humanos. 
 Actores de la sociedad civil, políticos, organizaciones sociales no gubernamentales y 
otros, en un valiente ejercicio lograron documentar acciones institucionales encaminadas 
al combate por medios no convencionales del enemigo interno materializado 
principalmente en las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). Igualmente 
se documentó que bajo la premisa de la consolidación de un Estado Comunitario se 
pretendió la homogenización de la sociedad colombiana en detrimento de los intereses de 
aquellos que representaban divergencia. Como ejemplo de esta situación podemos citar el 
sonado escándalo de las interceptaciones telefónicas a magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia y políticos de la oposición; así mismo el montaje de procesos judiciales en 
contra de líderes sociales que resultaron incriminados por delitos como rebelión o tráfico 
de estupefacientes, perdiendo no solamente su libertad sino la credibilidad que tenían ante 
la comunidad. 
  
Para efectos de este trabajo, se considera como un caso paradigmático para ser estudiado 
desde las construcciones de la Sociología Criminal el fenómeno de los denominados falsos 
positivos. Partiendo de la definición que utiliza el Relator Especial sobre las ejecuciones 
extrajudiciales, sumarias o arbitrarias para Colombia “Las ejecuciones ilegales de civiles 
manipuladas por las fuerzas de seguridad para que parezcan bajas legítimas de guerrilleros 
o delincuentes ocurridas en combate” (Asamblea General de las Naciones Unidad, 2010) 
aunque, como veremos más adelante, algunas de estas conductas poseen unos rasgos 
particulares que resultan difíciles de sintetizar. 
  
Desafortunadamente la vigencia del estudio de una temática como ésta supera el interés 
de construcción de memoria, al análisis político de un gobierno en particular o a la 
reparación material y simbólica. Debe señalarse que, a pesar de las múltiples denuncias, 
investigaciones y condenas dentro de la jurisdicción penal y remoción de varios de los 
efectivos de la fuerza pública que potencializaron el fenómeno, aún hay investigaciones de 
campo que dan cuenta de la comisión de estos crímenes en nuestro país. Particularmente 
se reporta por el Observatorio de Derechos Humanos y Derecho Humanitario Coordinación 
Colombia - Europa - Estados Unidos (2016) que durante el año 2015 se pudieron 
documentar 64 presuntas ejecuciones extrajudiciales llevadas a cabo por la fuerza pública, 
de las cuales 16 corresponden a hechos en los que la escena es modificada para simular 
la existencia de un combate. Preocupa aún más saber que estos casos documentados 
ocurrieron en los departamentos de Antioquia, Huila, Cauca, Norte de Santander, Meta, 
Tolima, Arauca, Córdoba, Nariño, Quindío, Caquetá y Putumayo y por supuesto, por 
unidades de distintas divisiones de la Fuerza Pública. 
  
Un ejercicio de reconciliación en una sociedad tan duramente golpeada por diversas formas 
violentas debe partir del reconocimiento de responsabilidades, las cuales surgen de 
creación, intencional o no, de los riesgos que se materializaron. De este modo se debe 
reconocer la manera en que se dieron las condiciones propicias para que el conflicto se 
desarrollara por fuera de los mínimos establecidos por la costumbre y la normatividad 
internacional del Derecho Internacional Humanitario y los principios de distinción y 
protección en él estatuidos, situación que a la postre llevaría a que los efectivos de la fuerza 
pública atacaran de forma voluntaria a la población a la que habían jurado proteger. 
  
Si, como se verá a lo largo de la reconstrucción del marco fáctico, este tipo de conductas 
se replicaron a lo largo y ancho del país, por efectivos que pertenecen a distintas divisiones, 
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brigadas y batallones, y así sigue sucediendo, aunque en una menor proporción, surge una 
pregunta primigenia y es ¿cuál es el catalizador que opera para que una conducta a todas 
luces reprochable se generalice a tal punto de generar cerca de seis mil víctimas en ocho 
años? De este cuestionamiento se deduce aquel que será el norte de esta investigación y 
es ¿Existen técnicas de neutralización que permiten la comisión de ejecuciones 
extrajudiciales por parte de los miembros de las fuerzas militares de los distintos rangos 
que la componen? 
  
Partir del concepto de Técnicas de Neutralización supone una apuesta a la criminología 
desarrollada previamente a las teorías del control social, pretendiendo demostrar que la 
pregunta sobre las causas del delito puede aún encontrar un lugar por fuera del 
funcionalismo (Huertas, 2009) al que aún apelan las tendencias neoliberales. Utilizar los 
estudios que alguna vez se hicieron para entender por qué un divergente, en particular un 
joven o adolescente, llega a desplegar conductas desviadas, puede a su vez convertirse 
en una herramienta para entender parte de lo inexplicable, ayudando a desvirtuar a 
aquellos que pretenden hacernos creer que estas conductas corresponden a desviaciones 
morales aisladas en la tropa, o como se les denominó en varias ocasiones, “manzanas 
podridas”. 
  
La criminología, como campo del conocimiento, ha sido históricamente utilizada como 
forma de explicación del delito como atentado a la estabilidad y buen funcionamiento de la 
sociedad y del Estado y por ello las visiones etiológicas han recibido serias críticas desde 
mediados del siglo pasado. No obstante, esa visión moderada puesta de frente al Estado 
mismo y la actuación criminal de sus agentes, puede convertirse en una forma de 
corrección y de aporte en el estudio y materialización de los Derechos Humanos. 
  
En el libro Criminología, Civilización y Nuevo Orden Mundial encontramos el 
cuestionamiento en contra de la criminología moderna y su incapacidad para explicar los 
crímenes de estado, se expone que la disciplina ha caído en un estancamiento por 
cooptación del Estado en lo que se describe como un “Apartheid criminológico”, pues solo 
se pretende que sea un instrumento más para reprimir la desviación del marginado 
(Morrison, 2012). Se dice incluso que luego de las posiciones que dieron dinámica a la 
discusión de la cuestión criminal y el control social, se ha alcanzado un escenario similar 
al descrito por Fukuyama en su famoso ensayo El fin de la Historia.   
  
De esta situación es consciente Eugenio Zaffaroni, quien a través de algunos escritos que 
facilitan este ejercicio muestra que la construcción realizada por la sociología criminal es 
de gran utilidad para comprender los crímenes de Estado. Al igual veremos como otros 
Autores han realizado investigaciones que ligan el concepto de Técnicas de Neutralización 
desarrollado en Estado Unidos en los años cincuenta, adecuándose a crímenes como el 
de genocidio, particularmente el holocausto judío. 
  
Si se analizan estas conductas desde las posturas que surgieron en la institucionalidad, 
que pretenden aislar el problema achacándoselo a la actuación de unidades desviadas, se 
pueden encontrar corrientes funcionalistas que respondan a esa posición y sirvan para 
mantener incólume la responsabilidad de los altos mandos militares y las autoridades 
civiles detrás de la actuación ilícita.  Encontraremos, por ejemplo, que teorías como la 
subcultural podrían soportar afirmaciones como la de las “manzanas podridas”, pues ven 
la criminalidad como la negación de los valores hegemónicos de la sociedad en una 
especie de degeneración epidémica. Sin embargo, la realidad parece dejarnos ver más 
que simples hechos aislados de rebeldes subculturales, pues los militares lejos de serlo, 
reafirman los valores y conservan discursos que pretenden reforzarlos. Resulta entonces 
necesario enfrentar esa posibilidad de justificación que se ha pretendido institucionalizar 
buscando falsear estas teorías aplicadas en concreto. 
  
Si la postura de las “manzanas podridas” no satisface, pues la realidad la rebasa, resulta 
entonces el cuestionamiento que da pie a otras miradas preguntándose, por ejemplo, si a 
partir de la labor desarrollada por los efectivos de las fuerzas militares, se aprendieron 
ciertas técnicas que a su vez dieron pie a  una  situación propicia para la masificación de 
los falsos positivos, por existir justificaciones colectivas a las conductas que se 
desarrollaron, que surgen de la misma base de valores socialmente aceptados y 
reforzados. 
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No se pretende con esta investigación llegar a una explicación absoluta del fenómeno a 
través de un desarrollo teórico en particular, Acudir a una teoría de alcance medio como la 
de las técnicas de neutralización, únicamente pretende el entendimiento de una arista de 
la problemática abordada contribuyendo a la comprensión de nuestra propia sociedad. 
 
El primer paso de este trabajo será un recorrido por el pensamiento sobre el actuar delictivo 
que pretendió superar el positivismo primigenio, acercándonos a las posturas que se 
identifica pueden contribuir al estudio del fenómeno elegido, para que al momento de 
analizarlo en concreto podamos encontrar aportes de ellas que contribuyan a entenderlo y 
a su vez controvertir lo que de ellas pudiera resultar contraproducente para la atribución 
ampliada de responsabilidades; así mismo nos acercaremos al concepto de técnicas de 
neutralización y otras construcciones cercanas, que nos ayudarán a adecuarlas a la 
criminalidad de Estado. 
  
 En un segundo momento buscaremos una descripción del fenómeno de los falsos 
positivos acercándonos al material disponible que nos permitirá representarnos la realidad 
y entender las causas y consecuencias que se le han atribuido. Analizaremos distintas 
posturas que permitirán apoyar nuestra tesis y otras que pretenderán simplificar el 
problema, presentándolo como una consecuencia desafortunada de decisiones tomadas 
con un objetivo acorde a los fines constitucionales; igualmente estudiaremos el papel de 
los altos mandos militares y la influencia de su tradición en la estructura militar moderna. 
  
Finalmente, a través del acercamiento de las distintas posturas se realizará el análisis de 
las conductas desplegadas a partir de los diversos enfoques para encontrar adecuación a 
los planteamientos de la Sociología Criminal y con suerte lograremos sacar conclusiones 
que nos permitan acercarnos a responder la pregunta que se nos plantea y es si 
efectivamente se desarrollaron técnicas de neutralización al interior de las Fuerzas 
Militares que contribuyeron a la masificación de estas conductas. 
  
 
1. Pensamiento Sociológico sobre la 
criminalidad 
  
El paradigma positivista, como el primer acercamiento al tratamiento científico del 
fenómeno criminal, tiene un primer revés cuando se pone en evidencia que los estudios 
médicos, psicológicos y comportamentales caen en la denominada falacia naturalista y son 
desplazados por modelos de corte sociológico, que pretenden estudiar la criminalidad 
teniendo en cuenta la interacción del hombre con la sociedad a la que compone y a la vez 
lo rodea. (Matza, 2014) 
 
1.1 Determinismo sociológico  
 
De este modo las primeras construcciones en este campo surgen a partir del concepto de 
anomia desarrollado por Durkheim quien explica que, si bien el delito tiene un carácter de 
utilidad a la sociedad, pues propende por la evolución de la misma y a la vez permite 
mantener el carácter de delito respecto de conductas relevantemente lesivas, (Durkheim, 
2001; Huertas, 2009) la estabilidad de la sociedad depende del acatamiento y coerción 
alrededor de las normas que la regulan y que, en el momento en que tal equilibrio se ve 
truncado, surgen necesariamente actitudes disfuncionales a ella de parte de sus individuos 
como pueden ser el suicidio, o lo que aquí nos interesa, el crimen. 
  
Posterior a estas  posturas sociológicas que suponen el primer paso hacia la superación 
del positivismo surgen las llamadas teorías ecológicas de la criminalidad, que resultan de 
un movimiento emanado en la ciudad de Chicago en los años cincuenta y cuyos 
representantes fueron englobados en lo que se conoció como la escuela de Chicago. Las 
primeras tesis tuvieron en cuenta enfoques sociológicos funcionalistas en que se veía el 
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delito como un fenómeno capaz de atentar de gran manera contra la estructura social. 
(Larrauri, 2009 pág. 6) 
  
El objeto de estudio estuvo particularmente centrado en las formas de criminalidad propias 
de las grandes ciudades, las cuales alcanzan importantes grados de organización y 
aparecen como uno de los enemigos a derrotar en la sociedad norteamericana de la 
postguerra.  
Para los exponentes de esta escuela como   Shaw y Mckay la criminalidad es un asunto 
que, lejos de corresponder a las características biológicas o psicológicas del individuo, es 
el resultado de las dinámicas propias de las sociedades modernas. (Shaw & McKay, 1942). 
A partir de estudios empíricos encontrarán que en distintas zonas de las ciudades se 
asienta cierto tipo de población relativamente homogénea, que tiende a definir el 
comportamiento de quien las habita. Así, en ciudades como Chicago en donde en aquella 
época se hacía sentir la expansión industrial y comercial, resultaba fructífero investigar 
cada una de sus zonas para entender la influencia del entorno en el individuo y de ahí 
comprender el por qué la criminalidad aparece en ciertas zonas o de parte de personas 
que las habitan. 
 
Encuentran que la industrialización y el crecimiento económico hacen que la ciudad adopte 
ciertas características, siendo en aquellos barrios que sufren la peor parte del fenómeno 
como la llegada de migrantes, la falta de alcance de la política social del estado y el poco 
acceso a recursos de capital aquellos de donde sale la mayor cantidad de criminales. 
  
Vázquez González citando a Shaw y Mckay reproduce de partes de sus autores la 
descripción del fenómeno de la siguiente forma: 
 “en las áreas de rentas bajas, donde hay una gran miseria y frustración; donde, en la 
historia de la ciudad, grupos de inmigrantes y emigrantes han traído juntos una gran 
variedad de instituciones y tradiciones culturalmente divergentes; y donde existen grandes 
disparidades entre los valores sociales a los que aspira la población y la disponibilidad de 
facilidades para adquirir esos valores de forma convencional, el desarrollo del crimen es 
una forma de vida organizada muy marcada”. (Vázquez González, 2003 ) 
  
Posteriormente Robert K Merton en su obra analizará la sociedad moderna como una 
estructura marcada por unos elementos constitutivos, el primero de ellos el trazado de unas 
metas homogéneas que debe buscar el ser humano para desarrollarse y ser feliz, metas 
que tienen un importante componente económico pues dependen del segundo elemento 
que son los escasos medios para alcanzarlas (Huertas, 2010). La estructura social define 
que existen unos medios particulares que encuentran legitimidad para alcanzar los fines 
propuestos. 
  
Este autor deja en claro que, las normas de competencia que delimitan la estructura social 
no sólo se predican del acceso al dinero y bienes de consumo, sino de diversos aspectos 
que giran alrededor de los seres humanos como la vida sentimental, la escala laboral o los 
círculos académicos. 
  
Toda vez que, de acuerdo con el análisis de Merton, los medios legítimos puestos a 
disposición del individuo son escasos, se producen ciertos comportamientos desviados a 
ese ideal de conducta humana. Habrá entonces, unos individuos que renuncian a los 
medios y a los fines, otros continúan practicando los medios a pesar de resignarse a nunca 
alcanzar sus fines, pero lo que interesa al ámbito de la criminología son aquellos que no 
abandonan la idea de alcanzar los fines esperados, pero que al ver que los medios 
legítimos no funcionan, acuden a alternativas que la sociedad reprocha, estos son los que 
finalmente actuarán en contra de las normas que pretenden mantener el orden en la 
sociedad. (Merton, 1964) 
 
Las teorías funcionalistas propias de las sociedades del orden empiezan a ser seriamente 
cuestionadas a partir de trabajos como el de Edwin Sutherland, a este autor le preocupa el 
estudio de formas de criminalidad diferentes a lo que históricamente ha sido analizado por 
la criminología, el autor encuentra que incluso aquellas personas que parecen detentar los 
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tan anhelados y escasos medios también incurren en conductas desviadas, las cuales 
encuentran poco reproche en la sociedad por el carácter selectivo que tiene el control. Este 
tipo de criminalidad es la que se conoce como de los cuellos blancos y supone uno de los 
cambios de paradigma más importantes de la criminología. (Sutherland, El delito de cuello 
blanco , 1999) 
  
A partir de estas consideraciones, que se acompañan de la imposibilidad expuesta de 
forma irónica de clasificar a los delincuentes de cuello blanco de acuerdo a su morfología, 
extracción social o rasgos psicológicos, el autor expone las deficiencias de previas 
construcciones de la criminología al demostrar que este tipo de criminalidad no puede 
ligarse en ninguna forma a esas características, así como tampoco pueden asociarse a 
formas de rebeldía o inversión de los valores sociales. 
  
Como bien lo expone citado texto, el aprendizaje de ese tipo de prácticas ilegales, que se 
generalizan en el comercio y dan cuenta de las dificultades y vicios de la economía de 
consumo, vienen acompañadas por el respeto y admiración de parte de los congéneres e 
incluso de la comunidad de aquel que las pone en marcha. Lejos se encuentran entonces 
quienes hacen parte de estas esferas de la sociedad de identificarse a sí mismos como 
delincuentes ni alardear de tal condición o recibir un reproche cercano de parte de aquellos 
a los que respeta o lo respetan. 
  
Sutherland además encontrará que las formas en que se manifiesta la criminalidad en sus 
distintas versiones no son producto del azar o de un proceso de creación individual del 
sujeto innovador. La forma en que se ejecutan las conductas desviadas es producto de un 
proceso de aprendizaje que se desarrolla dentro de los grupos que acuñan al delincuente, 
al proceso de integración de esos grupos con intereses delictivos comunes lo llamará 
asociación diferencial y es allí donde, a partir de la operatividad de incentivos positivos el 
delincuente aprenderá las técnicas de comisión del delito y de evasión de la autoridad. 
(Sutherland & Cressey, Principles of Criminology, 1955) 
 
 Es importante señalar que, si bien los hallazgos de este autor contribuyen a desmontar el 
ya desgastado concepto del delincuente como manifestación de marginalidad y escoria 
social, mantiene en su trabajo el presupuesto de que el acto desviado es el resultado casi 
que fatal de una serie de factores inmersos en la misma sociedad. Nótese que en su obra 
cumple un rol crucial la interacción que el individuo tiene con sus pares y con la sociedad 
misma. Son determinantes, al igual que para Merton, el cúmulo de exigencias y retos que 
impone la sociedad y principalmente los pares, a lo que necesariamente se suman aquellas 
habilidades que resulta necesario aprender para que el ejercicio del acto criminal sea 
eficiente y exitoso. En consecuencia, se encuentra que lo que concluye en que una persona 
delinca o no dependerá de la frecuencia, duración, prioridad e intensidad de las 
asociaciones diferenciales. 
 
Por su parte Albert Cohen irá más allá, concebirá la criminalidad, principalmente la de tipo 
juvenil, como el arquetipo de la producción de subculturas dentro de la sociedad (Huertas 
& Morales, 2013). Para este autor lo que sucede en las grandes urbes es que se crean 
grupos de gran calado que, a partir de unos determinados liderazgos a los que se le debe 
ciega obediencia, subvierten los valores morales y crean una moralidad alterna propia de 
su grupo, es decir se sostiene que no solamente los delincuentes jóvenes aprenden de sus 
congéneres a delinquir y cómo hacerlo, sino que hay una transformación completa en su 
forma de ver el mundo. Estas formas de asociación subcultural, son el resultado del fracaso 
colectivo en el intento de adecuación a los valores sociales comunes. 
  
 Con esta creación de una subcultura y el rechazo a los valores imperantes el joven 
delincuente encuentra en las conductas desviadas su manera de subvertir y ganar el 
respeto y aceptación de sus congéneres, al mismo tiempo surge en él un repudio contra 
aquellos que se adecuan a los estándares dominantes en la sociedad. (Cohen A. K., 1971) 
Este tipo de visión de la criminalidad juvenil se encuentra también desarrollada y matizada 
por autores como Walter Miller, Richard Cloward y Lloyd Ohlin quienes coinciden en 
describir las organizaciones de delincuencia juvenil como estamentos paralelos a la cultura 
norteamericana hegemónica, algunos de ellos sumando la importancia en casos concretos 
de la relación costo – beneficio. 
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Necesariamente estas posiciones llegan a sostener que, por parte del delincuente juvenil 
existe un compromiso adquirido con su subcultura y con la criminalidad misma, la cual 
transforma al individuo en un objeto de esa subcultura que a la vez de alimentarlo con 
aceptación y aprendizaje lo atrapa y utiliza para sus propios fines. 
  
Una característica importante en la construcción de Albert Cohen es la atribución del acto 
desviado a un hedonismo inmediato, entendido como la ausencia de un interés a largo 
plazo en la comisión de delitos. Para el autor el actuar lesivo para la sociedad únicamente 
reporta la satisfacción de intereses inmediatos del agente, los objetivos entonces no 
superaran la consecución de dinero para diversión o satisfacción de deseos sexuales. De 
este modo no existe en el grupo interés alguno de superación o crecimiento, como tampoco 
una proyección o posicionamiento que alcanzar, características propias de otro tipo de 
asociación como los grupos de delincuencia organizada de corte mafioso. El actuar 
delictivo incluso es el resultado de un fútil interés de diversión, llegándose a delinquir 
únicamente por satisfacer esa necesidad en sí misma, lo que hace al acto delictivo carente 
de cualquier utilidad para el delincuente o el grupo. 
 
Vista de este modo la criminalidad aparece como el resultado necesario de la producción 
de jóvenes asociados a la subcultura criminal, quienes una vez aparecen en ella 
necesariamente cometerán actos desviados, so pena de ser rechazados, marginados, 
castigados o humillados (Huertas & Morales, 2013). Estamos nuevamente frente en una 
visión determinista de la desviación, con la cual fácilmente puede tenérsele como una 
especie de epidemia social que debe ser controlada en favor del orden, se entiende 
entonces el fenómeno de la criminalidad juvenil como una especie de vorágine fatal, la cual 
en un primer momento absorbe a un grupo de jóvenes que comparten un espacio físico y 
una serie de fracasos o debilidades sociales, que llevan a la creación del colectivo 
subcultural y un segundo momento en el que el muchacho, que por necesidad se asocia 
con el grupo, debe asumir los comportamientos y actitudes imperantes para entrar, 
permanecer y mantener un status atractivo en él. 
  
Como puede observarse la superación de las posturas basadas en la medicina, el 
psicoanálisis o el conductismo no alcanza a materializarse en el abandono del 
determinismo como explicación fundamental de la criminalidad. Sigue siendo la conducta 
desviada un resultado necesario de factores que confluyen en un momento y lugar llevando 
al individuo a comportarse de una forma determinada, de este modo el fenómeno se sigue 
estudiando desde una óptica cercana a métodos matemáticos en donde la suma de 
factores llevará necesariamente a un escenario cierto, podría incluso sostenerse que la 
diferencia fundamental que existe entre las teorías sociológicas y aquellas a las que 
pretende superar, es que en ellas son mayores y más complejos los elementos que llevan 
al individuo al comportamiento desviado, sin que en ninguno de los dos casos se estudie 
la voluntad de estos como uno de ellos. Difícil resulta entonces atribuir responsabilidades 
individuales o institucionales cuando el daño causado por conductas específicas es 
causalmente atribuible a una serie de factores endógenos al sujeto, quien se muestra como 
una hoja al viento. 
  
Particularmente, los estudios sobre la delincuencia juvenil nos demuestran como la 
desviación como un fenómeno que responde a una serie de eventos que trae consigo la 
sociedad y a los que debe buscarse solución o métodos de administración para así 
determinar una política criminal dirigida a mitigarlos (Huertas & Morales, 2013). Trasciende 
la idea de que el individuo de corta edad es fácilmente influenciado por las circunstancias 
que lo rodean y por lo tanto el perfecto caldo de cultivo para que tales factores sociales lo 
lleven directamente al acto desviado. Ya sea motivado por los fines socialmente 
construidos que no pueden alcanzarse por los métodos institucionalmente establecidos o 
la simple pretensión de satisfacer instintos primitivos a corto plazo, el joven se ve arrastrado 
fatalmente al comportamiento desviado. 
  
1.2 Determinismo moderado y técnicas de 
Neutralización 
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Con el fin de superar el determinismo propio del pensamiento positivista, sin abandonar la 
pretensión de dar una explicación al fenómeno delictivo, aparecen posturas que reivindican 
algunos de los postulados de la escuela clásica del derecho penal. 
  
Puntualmente, el asunto pasa por encontrar elementos dentro del mismo sistema jurídico 
que permitan explicar por qué y de qué forma se materializa la delincuencia. La idea no 
parece cercana a los posteriores postulados de Beckett, cuando busca en el aparato 
represor y no en el criminal o en su actuar particular un área fecunda de estudio que supere 
definitivamente el del criminal o su entorno como paradigma del estudio de la delincuencia, 
la teoría que nos ocupa se trata de una postura moderada que favorece el atribuir a la 
libertad del individuo el papel de elemento fundamental en la comisión de conductas 
desviadas. 
   
El concepto de técnicas de neutralización aparece en la criminología en un escrito 
publicado por Gresham Sykes y David Matza. (Matza & Sykes , Techniques of 
Neutralization: Theory of Delinquency, 1957) Estos dos profesores norteamericanos 
controvierten la postura subcultural sostenida por Albert Cohen, pues encuentran que es 
desacertada la idea de la inversión de los valores hegemónicos en la sociedad por parte 
de los grupos de delincuentes juveniles, esto a partir de cuatro hechos: 
  
En primer lugar, para ellos el comportamiento de los delincuentes juveniles no demuestra 
que efectivamente hayan invertido sus valores, principalmente cuando son aprehendidos 
por las autoridades. En esos momentos se puede evidenciar que los muchachos 
manifiestan culpa y vergüenza, lo que deja ver que en la mayoría de los casos no hay tal 
inversión de valores, pues de haberla no se presentaría arrepentimiento sino apatía ante 
reproche social o sensación de injusticia. 
  
Además de lo anterior, encuentran que los delincuentes juveniles normalmente muestran 
respeto por aquellas personas que adecuan su comportamiento a los estándares que 
imponen las normas jurídicas y sociales, esto deja ver que no hay tal inversión de valores, 
pues de haberlas el delincuente calificaría como inmoral el comportamiento ajustado de los 
demás. Descubren que los grupos de jóvenes que delinquen, a pesar de comportarse de 
forma divergente en ocasiones, no tienen un proyecto o agenda política que describa que 
estén en rebeldía contra otra porción de la sociedad, por lo que resulta fácil concluir del 
comportamiento de los miembros de la subcultura que este tiene un carácter acomodatario 
antes que contestatario. (Matza, 2014). 
  
Lo que parece más ajustado a la realidad entonces es que el joven delincuente actúa gran 
parte del tiempo como cualquier otro miembro de la sociedad, asiste a la escuela, cuenta 
con una vida familiar y social, etc. Sin embargo, en algunos pasajes de su vida, muta ese 
comportamiento hacia la comisión de conductas desviadas. 
  
 A esto se suma la existencia de criterios, más allá de la aleatoriedad, con que selecciona 
su víctima, la existencia de respeto por algunas instituciones como la iglesia o de personas 
como los vecinos o la familia evidencia que existen virtudes que se rescatan y predican por 
el delincuente cuando su actuar delictual se bloquea por motivos de raza, religión, posición 
social etc. 
  
 Finalmente, consideran los autores, que no se compagina con la existencia de una 
subcultura criminal el hecho de que el delincuente y su entorno familiar se muestren de 
acuerdo con la idea socialmente aceptada de que el crimen está mal, esto muestra que la 
idea de Cohen de una autoridad paternal que enseña y valora el actuar criminal como 
positivo es extraña en la realidad, como tampoco es cierto que las familias o comunidades 
se reivindiquen a sí mismas como criminales. 
  
Adicionalmente, en un texto posterior, David Matza sentará una base de controversia al 
advertir que uno de los postulados a superar, que dejara como herencia la Criminología 
Positivista, era el método de diferenciación, aquel que pretende científicamente definir cuál 
es el punto en que se puede distinguir entre una persona llamada a ser delincuente y una 
persona normal que vive en sociedad y le es funcional a ella. Esto lo reconoce Matza en 
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su exposición sobre las deficiencias de la visión de la delincuente hecha por las primeras 
escuelas de la criminología (Huertas, 2016). Es importante destacar que para el autor las 
teorías sociológicas que lo anteceden adolecen de tal vicio, pues simplemente han 
ampliado el ámbito de estudio de aquellos que han visto el desencadenante de la 
desviación desde lo biológico o lo familiar hacia las variables sociales, esto a pesar de que 
el nacimiento de la corriente se dio como una respuesta al positivismo. En palabras del 
autor “Los pares son para el sociólogo lo que las familias para el teórico de la personalidad” 
(Matza, 2014, pág. 61) 
  
Ante este panorama es rescatada por el autor una pregunta que antes formulara Morris 
Cohen y que surge de considerar que el delincuente en realidad no ha generado una 
enemistad con las normas y valores que gobiernan la sociedad en la que viven, ¿por qué 
la gente viola la ley en la que cree? la respuesta a esa pregunta vendrá de la característica 
de flexibilización que reviste el derecho. Son aquellos supuestos en que las normas pueden 
perder su aplicabilidad, por surgir hechos particulares, lo que cambia el resultado de la  
ecuación. El paradigma de esa flexibilización es aquello que conocemos como causales 
de ausencia de responsabilidad, tales como la legítima defensa, el trastorno mental o el 
mismo estado de necesidad. En palabras del autor este fenómeno es descrito del siguiente 
modo: 
  
La neutralización de los preceptos legales depende, en parte, de la 
equivocación: el uso inadvertido de conceptos de maneras muy diferente. Las 
condiciones atenuantes ampliamente disponibles bajo las cuales está permitido 
para los delincuentes subculturales cometer infracciones son expansiones y 
distorsiones de las mismas condiciones que excusan al acusado bajo la ley (Matza, 
2014, pág. 128) 
  
El joven desviado apelará a extensiones de las causales de justificación para amparar  su 
conducta, sin tener la necesidad de invertir la escala de valores que en él ha implementado 
la escuela la familia y la comunidad. Al contrario, será la misma estructura jurídica de dónde 
sacará las herramientas para darle validez a sus actos. En este punto es donde se 
reivindica el pensamiento de Sutherland, no enfocándose en el aprendizaje de técnicas 
para ejecutar la conducta delictiva sino en el aprendizaje del desarrollo y perfeccionamiento 
de las Técnicas de Neutralización del reproche jurídico y social, para de esta forma disociar 
su culpa ante sí mismo y sus pares, sin tener la necesidad de desarraigarse de la sociedad 
a la que pertenece. 
  
Encuentran Matza y Sykes cinco principales técnicas de neutralización que operan en la 
delincuencia juvenil que son: 
  
Negación de la responsabilidad, esta actitud puede ir desde sostener que el actuar ha sido 
accidental hasta que el autor ha sido determinado a comportarse de forma desviada por  
fuerzas ajenas a él, por ejemplo, la influencia de sus padres que no le han brindado amor, 
amistades peligrosas, peligros latentes, entre otras. El delincuente aprende a verse a sí 
mismo como una especie de víctima, considerando que él no ha actuado, sino que lo han 
hecho actuar así. 
 
La segunda técnica en estudio es la de negar el daño, el perpetrador tratará de negar la 
lesividad de la conducta arguyendo que no se dan víctimas directas por su actuar. Se 
piensa el acto desviado que ha realizado no trasciende del plano de la inmoralidad por 
tratarse de situaciones que él considera menores, justificando el acto como algo sin 
relevancia o como cargas sociales que deben soportar los demás miembros de la sociedad. 
 
Negación de la víctima es la siguiente de las técnicas que desarrollan  los delincuentes, en 
ella se reduce la calidad de la víctima pasándola como alguien que merece el daño causado 
por quien es o cómo se comporta, de esta forma el delincuente se ve a sí mismo como una 
especie de redentor que, a pesar de actuar formalmente en contra de la norma, actúa en 
contra de aquel que no considera adecuado para la sociedad o que simplemente merece 
su suerte. 
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Continúa la exposición con la técnica de condenar a quien condena, en este punto el 
delincuente reduce la validez del actuar de quien pretende juzgar su acción, sucede en el 
campo de la delincuencia juvenil que los muchachos reprochan tajantemente el actuar 
policial al tildarlo de corrupto. Así, en virtud de encontrar que aquellos que representan la 
autoridad caen en arbitrariedades y actos desviados, justifican que ellos también lo hagan, 
convirtiéndose este mecanismo en un distractor respecto de la atención que recibe su 
conducta. 
 
La última técnica es la de apelar a lealtades superiores; sin que el delincuente necesite 
negar directamente los imperativos morales de la sociedad, decide que en el momento se 
hace necesario dejarlos a un lado para responder a lealtades de la porción de comunidad 
a la que pertenece, ya sea a su familia, banda o grupo de amigos. Se trata del dilema que 
plantea la tensión entre los requerimientos del universo social y aquel grupo al que se 
pertenece, sucumbiendo a estos últimos por tratarse de intereses más cercanos y 
palpables, a partir de principios creados consuetudinariamente como los de nunca dejar a 
un amigo solo. (Matza & Sykes , 1957) 
 
Matza continuará desarrollando los conceptos de Neutralización identificando, a partir del 
estudio de las diferentes técnicas, como es que se vuelve posible que el individuo genere 
una ruptura periódica del vínculo moral con la ley, este estado lo denominará como deriva, 
que es lo que finalmente hace permisible al individuo remover de forma temporal las 
restricciones impuestas por la sociedad. Esa permisibilidad de cometer el delito no 
necesariamente constituye un factor que desencadene en el delito, es solamente una 
condición que lo facilita al remover las talanqueras morales (Matza, 2014). Esta última 
precisión resulta nodal para el autor pues es enfático en señalar que las técnicas de 
neutralización no suponen un móvil para la comisión, ni tampoco su aprendizaje conlleva 
necesariamente a la comisión del delito, sino que son condiciones creadas que posibilitan 
su realización (Huertas, 2016). 
 
 Lo que el autor denomina deriva resulta ser el elemento que permite afirmar que las 
técnicas de neutralización no son determinantes para la comisión de un delito, sino que 
este es el resultado de una elección que realiza el agente, reivindicándose de este modo 
que en este tipo de actuar interviene de forma categórica el libre albedrío (Huertas, 2016).  
 
Igualmente hay que señalar que para el autor no todo delincuente se encuentra en estado 
de deriva como efecto de las Técnicas de Neutralización, pues resulta innegable para él 
que existen delincuentes que simplemente respondan a su conciencia antisocial o incluso 
a una neurosis que los lleve a delinquir, por esta razón estará su postura dentro de aquellas 
calificadas como de alcance medio. Igualmente deja por sentado que el delincuente en 
situación de grupo no toma en consideración sus transgresiones, lo que quiere decir que 
al actuar en grupo es normal que se aprueben actos delincuenciales a partir del 
pensamiento de los pares. 
  
1.3 Criminología y Crímenes de Estado. 
  
Si bien el concepto de técnicas de neutralización fue diseñado por sus creadores como un 
elemento para el estudio de la delincuencia juvenil, ha encontrado acogida para el estudio 
de formas muy diferentes de delincuencia, este uso variable del concepto lo exhibe 
Zafaronni cuando señala la evidente aplicabilidad de los conceptos a la comisión de 
masacres por parte del Estado o grupos que pretenden la homogeneización de la sociedad. 
Hace un fuerte énfasis en la materialización de la víctima y en la exclusión social previa al 
acto de exterminio, poniendo como ejemplo entre otros los actos contra la comunidad 
LGBTI y aquellos ataques por motivos políticos o ideológicos. (Zaffaroni, La Palabra de los 
Muertos , 2011, págs. 448-473) 
 
La idea del mismo autor se concretará en una ponencia para el simposio de Criminología 
en Estocolmo que posteriormente se presentará en castellano por el profesor argentino. El 
autor evidencia que las Técnicas encontradas por Sykes y Matza encuentran mayor 
adecuación en las formas de criminalidad estatal, con el nefasto agravante que, mientras 
las técnicas de neutralización en los jóvenes se aprenden y desarrollan a partir de la 
tradición oral y las relaciones dentro de los grupos en que se desenvuelven, en los 
Abordaje criminológico de las ejecuciones extrajudiciales ocurridas 





crímenes de Estado su desarrollo es mucho más sofisticado y son depuradas 
constantemente para mayor efectividad. 
  
Esa labor de depuración, sofisticación y difusión de las técnicas de neutralización 
corresponde a quienes se proclaman ideólogos de las tesis que soportan la 
homogeneización, estos son finalmente quienes crean el discurso que dará lugar a la 
permisibilidad de los crímenes y lo que es peor a su aprobación y masificación. (Zaffaroni, 
El Crimen de Estado como Objeto de la Criminología, 2012) 
 
Señala el tratadista argentino que ningún crimen de estado se comete sin que exista el 
trasfondo de un discurso justificante, el cual es construido desde las altas esferas 
intelectuales y políticas, tal discurso se convierte entonces en la fórmula de neutralización 
de las atrocidades a cometer. Desde los atentados de las Torres Gemelas acontecidos al 
principio de siglo, la justificación más popularizada ha sido la lucha contra el terrorismo, sin 
embargo, a lo largo de la historia se han construido este tipo de razonamientos a partir de 
superioridades raciales, nacionales, religiosas, etc. De esto se desprende que exista una 
estricta selectividad en las víctimas, el crimen de estado no recae sobre el grupo al que 
pertenece el criminal (salvo en el caso de quienes se consideran traidores), al contrario, 
recae contra aquel que considera no apto para la sociedad homogénea que pretende 
consolidarse.  
 
Es coincidente con el planteamiento original en que las técnicas se construyen a partir de 
las mismas causales de justificación contenidas en la ley penal. Si nos ponemos a pensar 
es evidente, por ejemplo, que un criterio como el de la legítima defensa preventiva para 
evitar un señalamiento de incurrir en el crimen de agresión, no es nada distinto a la 
extensión de una causal de justificación internacionalmente reconocida para la toma de 
acciones bélicas.  
 
Encuentra también coincidencia en cuanto a que los criminales de Estado no enfrentan los 
valores corrientes en sus sociedades sino que pretenden reforzarlos, muchos de ellos 
predican que su actuación está encaminada a superar una crisis de valores, rescatando 
intereses superiores como moralidad pública, el respeto por las instituciones, la 
consolidación de la familia, etc. De esta forma el criminal de estado se presenta como un 
líder moral de una nación que necesita superarse a sí misma. 
 
Consecuencia de lo anterior, al igual que sucede con los jóvenes, una vez se ven señalados 
por la administración de justicia, los criminales de guerra acuden a señalar que son objeto 
de persecución por parte de esta, que ha centrado su atención en ellos, cuando hay 
situaciones de mayor gravedad de que debe ocuparse, mostrándose ante la sociedad 
como una víctima, un héroe o un mártir sacrificado. Esto lleva a que en muchos casos el 
criminal de guerra no manifieste ningún tipo de arrepentimiento por lo cometido, al 
contrario, busque escudarse en los vicios de sus contradictores para distraer la atención 
pública. 
 
Finalmente resalta que el carácter sistemático del crimen de Estado excluye por sí mismo 
la posibilidad de considerarlo consecuencia del carácter psicópata de algunas personas, 
para el autor no es estadísticamente posible que converjan en un solo momento y lugar 
tantas personas como es necesario para cometer crímenes a gran escala y que todos ellos 
nieguen los valores sociales o no sean incapaces, por cuenta de una patología, de sentir 
vergüenza o culpa. 
 
En esta misma línea aparecerán textos especializados como Adjusting to genocide : the 
techniques of neutralization and the Holocaust  que pretenden el reconocimiento de 
creación optimización y expansión de técnicas de neutralización en el Holocausto,  en el 
mismo sentido busca exponer la validez de la teoría para entender la masiva criminalidad 
de Estado, en este texto se hace un análisis de la manera en que la estructura jerárquica 
Nazi facilitó la expansión de justificantes que alcanzaron a toda la sociedad. (Álvarez, 1997) 
  
Las apreciaciones sobre negación como delimitación de las  técnicas de neutralización 
descrita, encuentran un complemento en el texto de Stanley Cohen sobre las culturas de 
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negación en los crímenes de estado (Cohen S. , 1993). En este texto el autor hace un 
análisis del fenómeno de la negación desde la mirada psicológica, los efectos que tiene el 
crimen en el espectador común tales como la falta de conmiseración con la víctima y las 
técnicas de neutralización que aparecen en el discurso político del estado.  
 
En este último punto este autor realiza una interesante reflexión de cómo en los crímenes 
contra los Derechos Humanos suelen generarse políticas de Estado encaminadas a la 
justificación y la negación de tales actos. Coincidiendo en este punto con la reflexión de 
Zaffaroni en cuanto a la institucionalización de las Técnicas de Neutralización a un nivel 
superlativo respecto de las que pueden generarse dentro de las estructuras de 
delincuencia juvenil. Bajo esas políticas sistemáticamente puestas en marcha por el Estado 
se pretende un efecto directo de negación de los hechos que trascienda a la memoria 
colectiva. 
  
Preciso es señalar que para S. Cohen la negación no es de la existencia del acto en sí, 
ejercicio que resultaría utópico a la luz de la magnitud que tiene ese tipo de conductas en 
el conglomerado social y la imposibilidad de bloquear el flujo de la información. Se utilizan 
entonces en el plano individual justificaciones ligadas a la obediencia, rasgo de clara 
influencia en las estructuras militares, la cual se manifiesta en actitudes como: 
  
La autorización: cuando el delincuente encuentra el visto bueno, expreso o tácito, de aquel 
que tiene un rango mayor en la estructura puede dejar de lado sus preceptos morales en 
favor del respeto y la obediencia. 
  
La rutinización: Una vez se han podido superar las barreras morales, se apropian los actos 
en contra de la población civil como un rasgo del día a día, que además encuentra 
reforzada por eufemismos que van desarrollándose, tales como los llamados “surgical 
strike”. 
  
Deshumanización: En una actitud similar a lo que denomina Matza como negación de la 
víctima, se describe como en los crímenes de Estado es habitual que a la víctima se le 
despoje de su condición humana, siendo tratados como monstruos, desechables, animales 
o sub-humanos. 
  
Zaffaroni en la introducción que realiza al ya citado texto de Wayne Morrison, vuelve a 
ocuparse del crimen de Estado como objetivo fértil para la criminología (Morrison, 2012), 
reto que debe asumirse para la consolidación de un modelo científico que supere el ámbito 
local. Para el autor este tipo de conductas son las formas mismas en que se ejerce el poder, 
considera que ha sido desde el genocidio que las grandes civilizaciones se han impuesto 
a otras sin que esto sea históricamente cuestionado, pues los perpetradores generalmente 
viven y mueren como héroes para la sociedad que finalmente predominó. Esta particular 
postura muestra la necesidad de explorar los imaginarios que rodean a las fuerzas 
militares, factor que necesariamente incide en la formación y aprendizaje de las técnicas 
de neutralización descritas. 
  
Este mismo texto aclarará la diferencia que existe entre las técnicas de neutralización y las 
racionalizaciones desarrolladas por la psicología. Mecanismos de defensa a los que acude 
el individuo para justificar su actuar y bloquear su culpa, estas aparecen en el delincuente 
luego de la comisión del delito y por tanto son construcciones psicológicas que no 
interfieren en él para encontrar motivos, que ponderar para seguir adelante con la comisión 
del crimen, como tampoco el estado que se describe Matza como deriva. Por su parte las 
técnicas de neutralización son dispositivos que aparecen ex ante al delito y lo posibilitan, 
teniendo por tanto relevancia en el estudio del mismo, más allá de lo que suceda en la 
psiquis del delincuente una vez comete la conducta antijurídica. (Zaffaroni, 2012) 
  
Tampoco deben confundirse estas técnicas con los móviles del delito, entendidos como las 
razones personales que tiene el individuo para comportarse de una forma determinada. 
Venganza, lucro, celos, diversión, búsqueda de respeto o admiración por nombrar algunos 
ejemplos, son elementos subjetivos que influyen en las personas cuando deciden cometer 
actos definidos como delitos, sin embargo, estas son manifestaciones de la libertad del 
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individuo que incluso podrían explicar la elección que se realiza cuando aparece la 
situación de deriva. No obstante, como ya se ha hecho ver, las técnicas en sí mismas no 
están llamadas a definir si en un momento determinado se comete o no un acto delictivo. 
 
1.4 Pluralismo Jurídico 
  
Interesa como punto nodal para entender cómo operan las estudiadas técnicas de 
neutralización en los aparatos militares un acercamiento a los planteamientos propios del 
pluralismo jurídico, que como corriente de la sociología del derecho constituye una de las 
posturas que de manera más certera ha puesto en duda los postulados propios de las 
posturas políticas liberales que entrañan el supuesto de que el derecho únicamente surge 
del ejercicio del poder regulatorio del Estado. Sostienen aquellos que han desarrollado 
estas posturas, que la coexistencia de órdenes normativos que se yuxtaponen o 
simplemente cobran vida bajo contextos diferentes resulta ser una característica en 
sociedades previas al estado moderno. Un claro ejemplo de lo que se denomina pluralismo 
jurídico primitivo está para estos autores en sociedades como las coloniales, en las cuales 
el centro del imperio permitía a las comunidades inmersas en sus colonias mantener sus 
normas de vida cotidiana, culto, festividades, etc. (Santos, 2010) 
  
La evolución que se evidencia en las sociedades modernas es que, pese a la pretensión 
estatal de monopolización del derecho, la multiplicidad de órdenes jurídicos es una 
realidad. Todos estos órdenes cuentan con características que permiten atribuirles la 
calidad de derecho si se va más allá del simple criterio orgánico, pues cuentan con rasgos 
de estabilidad, reconocimiento y lo más importante exigibilidad. El pluralismo jurídico como 
fenómeno de las sociedades modernas no es en sí mismo algo que pueda calificarse como 
positivo o negativo, simplemente es una característica que dinamiza el proceso de 
regulación del comportamiento humano. 
  
Esos órdenes normativos que convergen en un territorio o sociedad necesariamente están 
llamados a interactuar, en algunos casos tal interacción será simbiótica, en otros será 
caótica, sin existir hegemonías podrán tener momentos en que uno ceda ante el otro en 
virtud de una situación dada y finalmente habrá supuestos en que alguno de ellos 
contribuya a escenarios de emancipación. 
  
En aras de entender particularmente la quinta técnica de neutralización decantada por 
Sykes y Matza, entendiéndose como la apelación a lealtades superiores, resulta pertinente 
estudiar de los planteamientos que respecto al pluralismo realiza la sociología del derecho 
esbozada por Boaventura de Sousa Santos en su obra al respecto (Santos, 2010), el autor 
de hecho evidencia como el caso de Colombia es paradigmático en cuanto a la 
coexistencia de modelos jurídicos paralelos por la propia dinámica de la guerra, modelos 
que pueden constituir los parámetros de lealtad superior en el agente. 
  
El autor describe la situación de nuestro país de la siguiente manera: 
     
Entre los países semiperiféricos o de desarrollo intermedio, Colombia es uno de los 
países en los que el derecho estatal compite más fuertemente con otros 
ordenamientos paralelos. Tal vez por esta razón, el derecho estatal es internamente 
muy heterogéneo, combinando dimensiones despóticamente represivas con 
dimensiones democráticas, componentes altamente formales y burocráticas con 
componentes informales y desburocratizadas, áreas de gran penetración estatal 
con áreas de casi completa ausencia del Estado, etc. Tal heterogeneidad configura 
una situación que he designado antes como pluralismo jurídico interno. (Santos, 
2010, pág. 71) 
  
En su texto el sociólogo brasileño indica que al estudiar fenómenos de pluralismo jurídico 
resulta de suma importancia delimitar cuáles de las estructuras aparentemente dicotómicas 
responden efectivamente a modelos de pluralismo, esto se da cuando aquellos parámetros 
normativos son efectivamente jurídicos y cuando solamente responden a falta de 
efectividad del sistema hegemónico. Al describir el complejo entramado jurídico que opera 
en Colombia se encuentra que muchas de las estructuras normativas que encontramos 
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cuentan con características diferenciadoras como la capacidad de exigibilidad por medio 
de la coerción lo que les da el carácter jurídico que otras normas como las sociales o 
morales no tienen. 
  
Si bien en su descripción el autor encuentra múltiples factores que hacen de nuestra 
sociedad un arquetipo del pluralismo jurídico, tales como las emanadas del reconocimiento 
constitucional de la jurisdicción indígena o la implementación en las últimas décadas de 
modelos de solución alternativa de solución de conflictos tales como la promoción de casas 
de justicia y elección comunitaria de jueces de paz; para nuestro trabajo resultan 
pertinentes  las referencias que se realizan a la influencia que tiene en la dinámica jurídica 
la existencia del conflicto armado, que ha determinado que normas como las referentes a 
los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario resulten de aplicación 
selectiva de acuerdo con el momento y el lugar en que deben aplicarse. 
  
 El segundo punto que nos interesa del estudio de Santos es el que se refiere a la 
intervención política y militar de los Estados Unidos en nuestro ordenamiento como un 
motor para el desarrollo de multiplicidad de órdenes jurídicos dentro del Estado, 
puntualmente llama la atención del autor la introducción de instituciones propias del 
common law particularmente en la justicia penal, modelo que se introduce principalmente 
gracias a la cooperación norteamericana y que se da por el interés de fortalecer la lucha 
antidrogas. Sin embargo, como se verá más adelante las políticas de los Estados Unidos 
contribuirán de otro modo en ampliar la complejidad del pluralismo jurídico colombiano, 
pues insertarán modelos militares incluso en desuso en su sociedad y lo implementarán 
como criterio de determinación del éxito militar. 
  
   
 
2. Del fenómeno de los Falsos Positivos1 
 
 
La imagen de las instituciones que componen el aparato de defensa del Estado 
Colombiano sufrió uno de los golpes de opinión más fuertes de los que se tuvieran registro, 
cuando en el año 2007 desde organismos internacionales y la Secretaría de Gobierno de 
la ciudad de Bogotá, se conocieran informes sobre desaparición de personas que 
aparecieron luego como dadas de baja por parte del Ejército en operaciones militares, 
haciéndolos pasar por guerrilleros. 
  
Quedarían para la historia las palabras del entonces presidente Álvaro Uribe Vélez, que 
con ocasión de esa siniestra noticia, salió a la opinión pública en una asamblea de la 
Asociación Nacional de Instituciones Financieras (ANIF) manifestando que “No fueron a 
coger café, iban con propósitos delincuenciales y no murieron un día después de su 
extradición, sino un mes más tarde”; Con esta afirmación empezarían una serie de actos 
de negación, encubrimiento e incluso justificación por parte de las distintas esferas del 
poder político y militar, campañas que no solamente eran generadas por la soberbia o el 
capricho de aquellos quienes las impulsaban, pues como lo señala el Texto ¡Basta Ya! Del 
Centro Nacional de Memoria Histórica, el concepto clave la política de Defensa y Seguridad 
Democrática era la solidaridad y cohesión de la sociedad alrededor de las fuerzas militares, 
                                               
1 Previo a dar comienzo a la presentación del fenómeno a analizar vale la pena hacer un 
señalamiento respecto de la utilización del término “falsos positivos”. Respetables y acertados 
estudios y manifestaciones (ej. Salazar Palacio, H. (2010). Los Medios y los "Falsos Positivos", Entre 
la Autenticación de las Mentiras y el Escepticismo Tardío)  se han hecho respecto de su utilización, 
como veremos adelante en el texto, se ha llegado a sostener que resulta un eufemismo impulsado 
por el Gobierno, la Prensa y la Fuerza Pública para mitigar el efecto que podría tener hablar de un 
Homicidio Agravado cometido por miembros de la fuerza pública dentro de una política sistemática 
y generalizada dirigida contra personas vulnerables socioeconómicamente con el fin de obtener 
sendas recompensas y resultados operacionales. Este trabajo no pretende entrar en tal discusión, 
asume que, para efectos prácticos hoy se entiende lo descrito como un falso positivo, manifestando 
que nos es conveniente para efectos prácticos la utilización del ya acuñado término. 
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fundamento que temblaba ante tal revelación.  (Centro Nacional de Memoria Histórica , 
2013, págs. 179-180) 
 
 Desafortunadamente, como se ha anticipado, este es un asunto que está muy lejos de ser 
superado, recordemos como el mismo Uribe Vélez pretendió nuevamente justificar estos 
actos cuando en 2015 manifestó en su cuenta de la red social Twitter "En reunión con las 
madres de Soacha varias me expresaron que sus hijos estaban infortunadamente 
involucrados en actividades ilegales, lo cual no es excusa para asesinarlos, pero la 
hipótesis no fue examinada por la justicia". Lo que a la postre resultara en una tibia 
retractación dentro de un proceso judicial ante la Corte Suprema de Justicia. 
 
2.1 Generalidades  
  
No puede pretenderse un estudio sobre este fenómeno sin atender a los distintos trabajos 
y acercamientos que han pretendido estudiarlo, crear un amplio panorama al respecto nos 
permitirá entender el objeto de estudio superando la llana descripción objetiva de los 
hechos o las manifestaciones tangenciales de aquellos que pretenden mitigarlo ante la 
opinión pública. Es por esto que, en primer lugar, a partir de algunos textos que se han 
acercado a la temática, pretenderemos dar a conocer las características fundamentales de 
este tipo de acto criminal. 
  
 Antes de comenzar esta recopilación no debe perderse de vista que, como se ha puesto 
ya de presente, este fenómeno no nace ni termina en el lapso que pretende este texto 
estudiar, , en  investigaciones como la llevada a cabo por el Banco de Datos de Derechos 
Humanos y Violencia Política del CINEP (2011) documentan casos de “falsos positivos” 
ocurridos en el territorio nacional desde los años ochenta,. Esta loable investigación abre 
la narración cronológica con el caso de Luis Fernando Lalinde Lalinde, un estudiante de 
sociología que fuera retenido por unidades del Batallón de infantería 22 “Ayacucho” en el 
municipio del Jardín (Antioquia) que luego de haber sido torturado fue desaparecido. Los 
militares manifestaron en primer lugar haber dado de baja en combate a “alias Jacinto” y 
luego cambiaron la versión sosteniendo que le habían dado muerte en un intento de fuga. 
De acuerdo con las palabras de su propia madre su hijo “trabajaba en la reinserción del E. 
El 2 de octubre se fue a la vereda Verdún, en el municipio antioqueño de Jardín, para 
ayudar a un guerrillero herido en combate” (Verdad Abierta, 2015) 
 
A partir de lo anterior debemos señalar varios puntos, en primer lugar, que este tipo de 
conductas no son una invención de los efectivos de las Fuerzas Militares que operaron en 
tiempos de la Seguridad Democrática, como tampoco que quienes dirigían el aparato militar 
desde la esfera política y estratégica de entonces dieron el primer paso para que ese tipo 
de práctica apareciera en escena. El caso del señor Lalinde Lalinde y el trasegar de su 
valiente madre no es un caso aislado, la ya mencionada investigación del CINEP 
documenta doscientos ocho casos de conductas que se adecuan a la descripción de un 
“falso positivo” antes del gobierno de Uribe Vélez (2011, págs. 15-54). Como evidencia del 
mismo punto aparece la reciente sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Villamizar Durán y otros vs. Colombia donde se condena al Estado 
Colombiano por ejecuciones extrajudiciales en la década de los 90. (Corte Interamericana 
da DDHH, 2018) 
   
En segundo lugar, que desde entonces había una selectividad en potencial víctima de la 
conducta, los perpetradores de estos crímenes tenían criterios delimitadores para escoger 
quien reportaba mayores beneficios o menores riesgos a la hora de ser asesinado y montar 
la escena de su supuesta muerte en combate. Incluso que en algunos casos la práctica de 
los falsos positivos y otras formas de ejecución extrajudicial tuvieron un vínculo con las 
prácticas de represión propias del Estado colombiano y el afán de mostrar resultados en la 
lucha contrainsurgente, de esto el caso quizás de mayor relevancia es el homicidio en 1993 
de dos voceros de la Corriente de Renovación Socialista, movimiento entonces en 
negociaciones de desmovilización con el gobierno nacional, que fueran asesinados cuando 
realizaban labores propias del proceso de desmovilización luego de ser retenidos por el 
Ejército a sabiendas de su labor realizaban. Caso que solo hasta el año 2015 fuera cerrado 
por la jurisdicción ordinaria con Sentencia Condenatoria de la Honorable Corte Suprema 
de Justicia. (2015) 
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Finalmente, al observar los doscientos ocho casos, se encuentra que estos ocurrieron en 
distintas zonas del país, lo que nos deja ver que desde el principio las conductas no 
encontraban un foco único de ocurrencia sino al contrario, si bien aparecían en puntos 
clave, tenían ya una extensión importante en el territorio nacional pues se reportan casos 
en los cuatro puntos cardinales de nuestro país. 
  
No obstante lo anterior, es evidente que el número de casos aumenta en el periodo 
delimitado, desde 2002 hasta 2010 se reporta un crecimiento inusitado de este tipo de 
conductas. Documentos como el informe de FEDES sobre impunidad y falsos positivos 
habla de cerca de más de tres mil Ejecuciones Extrajudiciales (Fundación para la 
Educación y el Desarrollo (FEDES), pág. 5) cifra que parece conservadora frente a 
estimados que ha presentado la Fiscalía General de la Nación a organizaciones como 
Human Rights Watch que corresponden a cerca de seis mil víctimas incluyendo aquellas 
cuyos casos se mantienen en la Justicia Penal Militar. 
  
Ese impresionante y desbordado crecimiento lo atribuye el informe de 2010 del relator de 
la ONU a tres factores a saber: en primer lugar, la presión para "mostrar resultados", 
segundo la instauración de recompensas e incentivos para cometer homicidios a lo que se 
suma la existencia de recompensas por delatar actividades y miembros de los grupos 
subversivos y finalmente la poca operatividad de la administración de justicia para 
investigar y juzgar estas conductas. (Asamblea General de las Naciones Unidad, 2010, 
págs. 12-18) 
  
En lo que respecta al modus operandi, son realmente muy pocos textos los que intentan 
hacer el ejercicio de reconstruir los lugares comunes que aparecen en la mayoría de los 
casos. Este reto lo asume la Coordinación Colombia Europa Estados Unidos en su texto 
Ejecuciones Extrajudiciales: el caso del oriente antioqueño. Este texto describe las 
características comunes en varios casos documentados en esa zona del país de la 
siguiente manera: (Coordinación Colombia - Europa - Estados Unidos, 2012) 
  
- Detención arbitraria, sin orden judicial, en zonas donde residen las víctimas o zonas 
agrícolas. 
- En algunos casos las víctimas habían sido señaladas por otras personas como 
colaboradores de la guerrilla 
- Previo a la ejecución se genera un escenario que simula la ocurrencia de un 
combate, esto se realizaba con disparos de fusil y uso de otro tipo de armamento 
- Luego de la ejecución se alistaba el cuerpo con uniformes y equipos militares para 
darles apariencia de combatientes 
- Se trasladan los cuerpos a zonas alejadas al lugar de los hechos, se los sepultaba 
como NN y así se consolidaba la desaparición de la persona al no permitir su 
identificación. 
- Durante la investigación se manipularon testigos, se utilizaron personas que 
identifican haber sido víctimas del actuar de un supuesto guerrillero que apareciera 
muerto por el Ejército. 
- Durante la investigación no se evidencia actuación del ministerio público en 
protección de los intereses de la comunidad ni de la víctima, muriendo los procesos 
en la justicia penal militar en virtud de autos inhibitorios 
   
Para efectos de comprender los pormenores de este tipo de conductas, vale la pena hacer 
un acercamiento a trabajos como el de Germán Calderón, abogado que lleva a cabo una 
narración en forma de novela en la que en una sola historia pretende sintetizar varios de 
los componentes comunes y circunstancias que rodean a las víctimas de los falsos 
positivos (Calderón España, 2010). Si bien la historia no está basada en un caso en 
particular, mezcla muchas de las experiencias encontradas con las narrativas junto con 
hechos reales como el compromiso de la personería del municipio de Soacha; algunos 
medios de comunicación alternativos y funcionarios de la Fiscalía; así mismo utiliza datos 
reales revelados por organizaciones no gubernamentales y estamentos internacionales. 
  
En primer componente descrito es el referido a las modalidades de reclutamiento de 
jóvenes en barrios deprimidos o compuestos por familias vulnerables, la historia en 
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particular da cuenta de dos de ellos, el primero, que se repite en cientos de relatos, es el 
del ofrecimiento por parte de un reclutador de un negocio o un trabajo que realizar en un 
lugar alejado. El ánimo y la necesidad de las víctimas llegaba a tal punto que eran 
convencidos de obviar incluso informar a sus padres, familiares o parejas de tal situación 
para ganar tiempo o mantener un asunto en secreto; la segunda forma era el uso de 
reclutadoras mujeres, quienes tenían una labor semejante, pero  a través del 
enamoramiento o aprovechando la atracción sexual. En ambos casos el reclutamiento se 
realiza en lugares de esparcimiento como bares, cantinas o “chiquitecas” en donde 
resultaba más fácil convencer a la víctima incluso con ayuda del alcohol o sustancias 
psicoactivas. 
  
La segunda característica descrita por el autor es el proceso de asociar a la víctima con 
personas que llevan o llevaban a cabo actividades delictivas dentro de las que se 
encuentran el tráfico de estupefacientes; o se encontraban vinculados a procesos 
sindicales u otros asociados con la izquierda o la subversión. Este punto es bastante 
problemático, pues se encuentra concatenado con posturas políticas e ideológicas en 
donde la realidad y el engaño pueden encontrarse, incurriendo en generalidades y 
reproches que promueven la negación.  
 
Las víctimas pueden evidentemente haber sido tentadas por personas que están 
vinculadas con negocios ilícitos, con ofertas que suponían la comisión de los mismos a 
cambio de una contraprestación económica, no olvidemos que en casos como los descritos 
se trata de muchachos con cuyas familias no contaban con necesidades básicas 
satisfechas ni con oportunidades reales para satisfacerlas. En otros casos, el activismo 
social y político era visto por la fuerza pública como peligroso, convirtiéndose además este 
tipo de conductas en fórmulas de represión y no solo de montajes con un civil aleatorio. En 
cualquier caso, el punto nodal está en no caer el engaño de justificar las muertes por las 
actividades o la militancia de las víctimas.  
  
Sin embargo, se ha descrito también que precisamente enlodar a la víctima y a su familia 
no solo sirve como una forma de negación, sino que era una estrategia de generación de 
una cortina de humo para desestimar la investigación de los homicidios y contribuir a la 
impunidad. Esto nos ayuda a entender un siguiente componente y son las amenazas que 
sufrieron los funcionarios comprometidos con esclarecer estas formas de criminalidad, que 
van desde fiscales, jueces (incluso de la jurisdicción penal militar), agentes del Ministerio 
Público, etc. 
  
Concatenado con lo anterior el texto ayuda a comprender cómo, no solamente la imagen 
de la víctima quedaba por el suelo por la puesta en marcha de este tipo de mecanismos, 
sino también el modo en que la familia se ve desarraigada de la comunidad por los distintos 
señalamientos que se realizan, y aun mas como puede llegar a descomponerse o 
degradarse un grupo familiar a partir de la desaparición fortuita de uno de sus miembros. 
  
También señala el autor en su libro una de las aparentes causas de estas conductas, y es 
el de la política del “Body Count” conteo de cadáveres, como mecanismo de medición de 
los resultados de las fuerzas armadas en la lucha contrainsurgente y del cual se hará 
referencia más adelante como parte de la influencia foránea. Este  fue complementado con 
el otorgamiento de condecoraciones y recompensas para el personal que cumpliera con 
los objetivos en cuanto a bajas trazado por el alto mando.  
 
Con el panorama ya descrito, entra a relacionarse el trabajo de investigación a partir de la 
medicina forense que llevara a cabo el equipo EQUITAS, documento que nos da a conocer 
objetivamente algunas de las características fundamentales de los casos documentados. 
En este trabajo se realiza un estudio a partir de la epidemiologia que pretende encontrar 
caracteres de sistematicidad y permanecía en este tipo de conductas, partiendo de los 
daños físicos causados en las víctimas como criterio de determinaciones de los niveles de 
violencia, entrega datos de esta clase tales como qué tipo de lesiones aparecen en los 
cuerpos encontrados, cuales son las características físicas, de género, patológicas etc. que 
se encuentran en los cuerpos analizados (Equipo Colombiano de Trabajo Forense y 
Asistencia Psicosocial – EQUITAS, 2015).  
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Nos brinda esta investigación particularmente información respecto de la calidad de las 
víctimas, la forma en que murieron y el tipo de documentación oficial con la que fueron 
presentados como bajas. Este ejercicio se realiza con evidencias allegadas por distintos 
organismos con acceso a los procesos judiciales respecto de 183 víctimas registradas en 
más de 20 departamentos del país, logrando una muestra representativa para su resultado 
académico.    
 
Teniendo como insumo obligatorio actas de necropsia y apoyándose, en caso de existir, 
de informes de Policía Judicial y documentos militares, los investigadores encuentran  al 
comparar su muestra con personas dadas de baja en combates reales, características 
coincidentes como la ocurrencia de múltiples heridas con arma de fuego;  no obstante, para 
los casos que tomaron como muestra muchas de tales heridas no resultan similares con 
las identificadas en investigaciones del mismo tipo realizadas con personas fallecidas en 
verdearas batallas. El hallazgo particular en estos casos es que en la mayoría de ellos se 
evidencia el fallecimiento causado por un Shock Hipovolémico, es decir por pérdida de 
sangre, lo que es igual en las muertes en combate, sin embargo, en la muestra este se 
debe principalmente a disparos en la zona torácica, mientras en los combates predominan 
las heridas en extremidades. Adicionalmente, en la muestra analizada llama la atención la 
falta de heridas como signos de tortura o causadas por objetos contundentes, así el 
predominio casi exclusivo de heridas por arma de fuego, pues solo el 4 % de la muestra 
tienen heridas diversas, y en algunos de los casos son por esquirlas de la misma munición, 
esto es un claro signo de que las personas se encontraban voluntariamente en tales 
lugares a partir del engaño de que fueron víctimas.  
 
Además de lo anterior, se identifican interesantes hallazgos como que más del 50% de los 
casos estudiados estaban entre los 20 y 34 años mientras que el 9% eran menores de 
edad; el 93% de los cuerpos correspondían al sexo masculino. Respecto a la calidad de la 
información llama la atención que más del 50% son personas sin identificar en ninguno de 
los documentos a los  que se tuvo acceso, igualmente en la mayoría de inspecciones a 
cadáver que se estudiaron no se indica el lugar en que se realiza, mientras que en el 38 % 
se indica que se trata de un lugar distinto al de los hechos, lo que contraviene los manuales 
internacionalmente aprobados de policía judicial que indican que tal diligencia debe 
llevarse a cabo en el lugar en que ocurrieron los hechos. Igualmente es sospechoso el 
hecho de que los informes que se estudiaran carecieran de una descripción clara de la 
evidencia encontrada en el lugar de los hechos junto con el cadáver. 
 
En cuanto a las condiciones de las víctimas de este tipo de conductas y su entorno social, 
es importante tener en cuenta estudios como el realizado por la revista Directo Bogotá en 
su entrega número 25, en él se puede observar que esas calidades particulares tienen 
necesariamente un vínculo con prácticas de un macabro corte funcionalista como las de 
“Limpieza Social” y la histórica presencia paramilitar en el municipio de Soacha (Osorio, 
2009). 
  
El texto recoge tres testimonios; el primero de ellos de un líder comunitario quien fue 
víctima de un montaje judicial en el que se llegó a tildarlo de paramilitar. Deja ver las 
condiciones en que se encuentran los habitantes de barrios marginados como Altos de 
Cazucá, que simplemente por habitarlos se vuelven objetivo para las autoridades de policía 
que inmediatamente los asocian con los grupos de delincuencia organizada que allí 
operan, etiquetarlos como enemigos sociales.  
  
El segundo testimonio es de Fernando Escobar, quien fuera personero municipal de 
Soacha para el año 2008 , relata a la investigadora como desde antes de ocupar tal cargo 
había logrado documentar la desaparición de jóvenes de ese municipio quienes a la postre 
resultaron presentados como guerrilleros muertos en combate en zonas muy alejadas 
como Norte de Santander, así mismo como convirtió el esclarecimiento de este tipo de 
hechos en una de las acciones a llevar a cabo desde su cargo y cómo encontró barreras 
no solamente de parte de grupos emergentes de autodefensa sino de la institucionalidad 
en general que llegó a tildarlo de paranoico, desatendiendo las denuncias que llevó a cabo 
junto con el Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo. 
  
El tercer relato es de un promotor comunitario que trabaja a través de una fundación para 
fomentar cultura de paz entre los jóvenes a través del desarrollo artístico, esta persona da 
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a conocer sobre la influencia que continúa en el municipio de parte de grupos ilegales que 
se predican herederos de los grupos paramilitares, hace énfasis en la proliferación de 
conductas denominadas de “limpieza social” en los barrios, que van desde los 
señalamientos hasta el homicidio. Además, cómo el actuar estatal se limita a reforzar el 
estereotipo de delincuentes de los muchachos y no existe una intervención de parte de las 
autoridades encaminada a la inclusión social, lo que convierte a este tipo de dinámicas en 
ciclos interminables.  
 
Finalmente,  para mayor entender de los puntos citados por el texto de Calderón, se debe 
integrar a la discusión la participación de la comunidad internacional en la masificación de 
los falsos positivos, el análisis que realiza Fellowship of Reconciliation y la Coordinación 
Colombia Europa sobre el papel de la cooperación norteamericana y su relación con los 
falsos positivos resulta un trabajo invaluable para entender el asunto. 
 
 Si bien los investigadores de esta organización no logran de forma categórica, a través del 
análisis de los casos y las muestras de unidades entrenadas por cuenta de la cooperación, 
determinar si este factor disminuye o aumenta considerablemente el número de eventos. 
Si dan cuenta que aspectos como el entrenamiento extranjero de ningún modo ayuda a 
que los efectivos que participan de las hostilidades muestren mayor respeto por los 
derechos humanos, también muestran que la cooperación de los Estados Unidos que 
pretendió fortalecer la efectividad de la administración de justicia con la implementación del 
Sistema Penal Acusatorio, tampoco ha traído una mejoría en la judicialización de estos 
casos que aún siguen siendo un vergonzoso foco de impunidad. (Movimiento de 
Reconciliación (FOR) y Coordinación Colombia-Europa Estados Unidos , 2014) 
  
Concatenado con lo que ya se ha mencionado, este documento revela hallazgos de gran 
magnitud respecto a la aquiescencia del gobierno de los Estados Unidos, particularmente 
llama la atención la referencia a documentos emanados del servicio diplomático de ese 
país en que se reportan situaciones de esta naturaleza perpetrada por la fuerza pública; se 
habla por ejemplo de un cable diplomático de la embajada de EEUU en que se reporta un 
aumento en las violaciones a los Derechos Humanos por parte del Ejército, dando cuenta 
de cómo el gobierno norteamericano conocía prácticas como los falsos positivos y el criterio 
del Bodycount para efectos de medición de resultados en la lucha contrainsurgente y contra 
el narcotráfico. 
 
 Este criterio del conteo de cadáveres y sus nefastas consecuencias es bien conocido por 
el Gobierno y el Ejército de los Estados Unidos, toda vez que fue empleado con resultados 
aterradores por ellos en la guerra de Vietnam, donde los soldados dieron de baja a la 
población civil de ese país haciéndola pasar como pertenecientes al llamado Vietcom, con 
el único fin de cumplir la meta de bajas impuestas desde el alto mando. Lo más diciente de 
esa experiencia fue la imposición de que aquel oficial que no presenta cuerpos como bajas 
en combate se veía relegado en su calificación, mientras que aquellos otros que podían 
mostrarlos eran ascendidos o felicitados, con el resultado de que los muertos debían 
aparecer de alguna parte. 
 
La evidencia fehaciente de la implementación de la política de calificación de resultados a 
partir del conteo de cadáveres aparece en los testimonios de los distintos militares que han 
declarado al respecto, señalando que en los lineamientos del alto mando se insistía 
constantemente en el asunto.  Indirectamente aparece en la directiva 029 de 2005 suscrita 
por el entonces Ministro de Defensa Camilo Ospina Bernal en donde se prevé la entrega 
de sumas de dinero por información que diera con la captura o abatimiento de miembros 
de Organizaciones Armadas al Margen de la Ley  
 
El documento es enfático en señalar que el momento de mayor inversión económica y 
formación de militares de parte de los EEUU fue durante el tiempo en que se implantó en 
nuestro país la política de seguridad democrática y que coincidió con el gobierno de George 
W Bush. No obstante, tal inversión, no hubo ningún tipo de control respecto al impacto del 
apoyo militar en la situación de los derechos humanos en nuestro país. Es posible inferir 
que la política de resultados a partir del conteo de bajas parecía estar dando resultado para 
el país y para los Estados Unidos, lo que agravó la situación del poco control. 
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Finalmente, no pierde de vista la investigación la influencia en las Fuerzas Militares 
Colombianas de la implementación de la doctrina de la seguridad nacional, cuya premisa 
principal era la lucha contra la subversión y todo aquello asimilable al comunismo. Al igual 
que en el resto de América Latina se retrasó la implementación y reconocimiento de los 
Derechos Humanos en favor de la lucha contra el enemigo interno, de allí que las unidades 
militares carezcan de un compromiso real con este tipo de máximas y además justifique el 
actuar violento contra todo aquel que no representa los valores hegemónicos de una 
sociedad capitalista como pueden ser los vagos, gamberros, habitantes de calle, líderes 
sociales o sindicales, etc.  
 
2.2 Perspectivas sobre el fenómeno 
 
Sorprendentemente la literatura científica no ha hecho un desarrollo tan amplio como 
merece un tema tan delicado como el que hoy nos ocupa, hasta el momento los 
protagonistas han sido organizaciones no gubernamentales como las que ya hemos citado 
hasta ahora. 
 
Como un texto de gran importancia para el trabajo de reconstruir los diferentes enfoques 
con que se ha analizado la práctica de los falsos positivos encontramos la publicación 
Construcción de Memoria, Estado y Medios, Cinco Perspectivas de Análisis Tomo 4. Esta  
es una clara evidencia del esfuerzo que ha desarrollado el Distrito Capital en la 
reconstrucción de la memoria histórica de los hechos victimizantes acaecidos en nuestro 
país, adelantándose en esta labor a la asignación que hiciera del rescate de la memoria 
historia a los entes territoriales la ley 1448 de 2011. El texto nos permite acceder a distintas 
formas de entender el fenómeno aportando además elementos fundamentales en esta 
investigación.  
 
El análisis que realiza respecto a los Falsos Positivos Patricia Linares Prieto, quien como 
abogada experta en derechos humanos realiza un esfuerzo para determinar si asiste 
responsabilidad al Estado Colombiano por estos hechos y si estos se adecuan a las 
descripciones de los tipos penales característicos de las violaciones a los Derechos 
Humanos e Infracciones al Derecho Internacional Humanitario (Linares Prieto, 2012), 
contribuyen al trabajo en dos vías . En primer lugar, a reafirmar las características de las 
víctimas ya descritas en textos como el de Calderón España, resalta que se trata de 
muchachos con expectativas de vida basadas en la educación, el desarrollo personal y 
económico que se ven trucadas por la falta de oportunidades de acceder a medios de 
educación media y superior. Su visión frente a las víctimas es la de jóvenes comunes y 
corrientes que comparten las expectativas, los sueños y las esperanzas de cualquier 
persona que recorre la juventud el naciente siglo XXI. Sin embargo, siendo este punto 
solamente parte de la primera premisa, el trabajo va más allá, encuentra que las calidades 
de vulnerabilidad de quienes a la postre fueran víctimas no son producto del azar o el 
destino, pues son atribuibles al incumplimiento sistematizado del estado colombiano a su 
deber de materialización de los derechos sociales económicos y culturales a las 
poblaciones más necesitadas. 
 
El segundo punto descrito es el de la puesta en marcha de la política de seguridad 
democrática en nuestro país, el aporte principal en este aspecto es la diferenciación que 
realiza con el concepto de seguridad humana con la política de seguridad implementada 
en Colombia durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez. Sostiene que una política de 
seguridad de un estado que realmente se defina como democrático debe necesariamente 
ser inclusiva y dirigida a la materialización de la dignidad de todos aquellos que componen 
el conglomerado social, lo que estuvo en este caso lejos de cumplirse puesto que junto con 
la inversión en armas y efectivos de la fuerza pública no se implementó un modelo de 
crecimiento de componentes sociales como la educación o la salud. Del mismo modo se 
implementó un sistema de polarización que hoy subsiste y es etiquetar a todo aquel que 
pretende hacer crítica como subversivo o enemigo público. 
 
En tercer lugar, identifica que dentro del conflicto armado prolongado y desnaturalizado, se 
implementaron políticas que resultaron ser el caldo de cultivo para graves violaciones a los 
Derechos Humanos. Recuerda como los discursos incluyentes con enfoque humanista 
como los que reivindican las garantías individuales y el respecto por los no combatientes 
fueron objeto de una constante estigmatizaciones en la opinión pública, señalándolo como 
un discurso que se opone a la pretensión legítima de defensa de la democracia y del 
Estado. A esta campaña de descrédito contra organismos internacionales y no 
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gubernamentales se le sumó una de enaltecimiento de la figura del soldado y la estructura 
militar, poniéndola al nivel del heroísmo lo que dificultaba a la población civil el descalificar 
sus actos. 
 
La estocada final fue la implementación de sistemas de recompensa y reconocimiento de 
resultados en la lucha contra los grupos armados, evidenciada en la ya mencionada 
directiva No 029 del Ministerio de defensa, que si bien no era explicita en su contenido, dio 
pie a que se incrementaran las bajas, principalmente por la falta de control sobre los 
resultados. De acuerdo con esa misma normatividad para el reconocimiento del positivo, 
bastaba con documentos basados incluso en información hipotética y sin soporte. Esto 
facilitó que no solamente la fuerza pública sino los particulares, que también podían recibir 
recompensas, corrompieran sus fines y actuaran de cualquier modo en pro de sus intereses 
económicos.  
 
Fue de este modo como particulares y soldados llenaron su bolsillo, además estos últimos 
gozaron de su condición de héroes, de privilegios, licencias y permisos; los mandos medios 
alcanzaron reconocimientos y ascensos y la política de seguridad democrática del gobierno 
en turno entregaba resultados al país y a la cooperación foránea, todo sobre la sangre de 
jóvenes sin oportunidades. 
 
También, dentro de las calificaciones que aporta desde su conocimiento especializado, la 
autora sostiene que la evidencia más grande de que los hechos ocurrieron en el marco del 
conflicto armado, y que por tanto ellos son una manifestación de una violación al derecho 
internacional humanitario, es que una de sus principales causas es la creación 
irresponsable de estímulos para que se dieran esas bajas. La emisión de instrumentos 
como la tristemente célebre Directiva 029 de 2005 es la negación evidente de que quienes 
cometieron estos actos no eran simples “manzanas podridas” que de ningún modo podrían 
considerarse como una muestra representativa del actuar de aquellos denominados 
“héroes de la patria”, pues esas directivas demuestran que los hechos se desencadenaron 
por actos consientes emanados de las más altas esferas del poder político y militar. 
 
Sostiene que  este tipo de conductas se adecuan a lo que el marco normativo internacional 
define como crímenes de lesa humanidad al encontrar son un ataque masivo, no aislado, 
planeado con un fin específico (mostrar resultados); materializados en actos que deben 
definirse como inhumanos por ser cometidos con crueldad y bajo  un motivo mezquino; 
dirigidos contra la población civil afectando no solamente a la víctima en su persona sino a 
la dignidad como fundamento de nuestra especie, finalmente por responder a un móvil 
discriminatorio por ser todas las víctimas personas humildes o vulnerables incluso con 
problemas de drogadicción, discapacidad física, etc.  
 
Sobre este último punto   hay que tener en cuenta la importancia que tuvo la sentencia del 
honorable Tribunal Superior de Cundinamarca, que, al desatar un recurso de apelación, 
confirmó la condena en contra de los perpetradores de la desaparición del joven Fair 
Leonardo Porras Bernal. El caso es fiel testimonio de los alcances de los efectivos de la 
fuerza pública en la comisión de este tipo de crímenes, pues la víctima fue un muchacho 
que tenía un retraso mental moderado y vivía con su madre en el municipio de Soacha, 
quien luego apareció muerto por unidades del Ejército del batallón Santander en el 
municipio de Ocaña con ropas y distintivos de la guerrilla. (2013) 
 
Este fallo, tiene la particularidad de haberse reconocido en él el carácter de crimen de lesa 
humanidad a una conducta de este tipo, considera el Tribunal que se satisfacen los criterios 
de generalidad y sistematicidad que han establecido los instrumentos internacionales como 
características esenciales de este tipo de delitos. Resulta suficiente para el juzgador que 
el caso juzgado no fuera aislado y se hubiera probado su vinculación con al menos 11 
casos más de muchachos de Soacha que resultaran en escenarios similares, para verificar 
que se trata de un ataque generalizado contra un sector de la población. En lo que respecta 
a la sistematicidad encuentra que los hechos responden a un plan cuidadosamente 
diseñado para presentar éxitos operacionales, en donde varios sujetos, incluidos miembros 
de la fuerza pública, constituyeron una empresa criminal con un ánimo común.  
 
 Verifica también que es un ataque que busca afectar únicamente a la población civil, 
puesto que precisamente es a quienes no tienen vinculación con grupos subversivos o de 
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delincuencia organizada a los que se les ha hecho pasar como tales, por lo que la 
naturaleza misma de este crimen permite verificar este requisito. 
 
Finalmente, que la comisión de este tipo de actos tiene un evidente carácter discriminatorio. 
Frente a este último punto tocado en el fallo referido hay que decir que el Tribunal reconoce 
que las víctimas de este tipo de delito son escogidas a partir del hecho de vivir una situación 
de marginalidad y pobreza, esa particularidad hace que las personas encuentren menor 
grado de tutela efectiva de parte de la administración de justicia, hecho del cual son 
conscientes las unidades militares. Encuentra el Tribunal prueba de esta situación en la 
denuncia que presentara la madre de la víctima, la cual no fue suficientemente atendida 
por las autoridades encargadas de la administración de justicia.  
 
Parte de lo expuesto y magistralmente descrito entre otros por el recién estudiado texto de 
Linares trata de ser simplificado desde la economía  en un artículo publicado por la revista 
Vniversitas Económica de la Universidad Javeriana al respecto (Cárdenas & Villa, 2012). 
En el que se hace un análisis del fenómeno a la luz de la teoría de juegos a partir de este 
plano marco fáctico: 
 
La historia de los falsos positivos puede ser contada brevemente de la siguiente 
manera: El dinero de los falsos positivos salía de lo que el gobierno giraba para la 
inteligencia militar. Inteligencia militar informaba sobre la presencia de individuos 
sospechosos en determinados lugares, quienes podían ser delincuencia común, 
guerrilla o paramilitares, planeaba la operación y enviaba un informe a la brigada. 
La brigada seleccionaba la unidad militar que hacía la operación o misión táctica, y 
que era la que finalmente realizaba el falso positivo. Cuando la unidad militar no 
obtenía resultados, y decidía realizar operaciones de falsos positivos, pagaba a un 
informante ficticio para justificar su solicitud de recursos. Del dinero recibido el 
informante ficticio recibía una parte mientras que el resto iba para los comandantes 
de escuadra quienes a su vez asignaban presupuesto para los soldados que podían 
conseguir las víctimas y las armas configurando así los denominados falsos 
positivos. Finalmente los soldados recibían de 15 a 20 días de permiso y los 
oficiales recibían felicitaciones. 
 
El planteamiento de los autores goza de una simplicidad seductora limitando el 
problema, pues lo sintetiza en que el Gobierno Nacional (Principal) persigue un fin 
específico que es el de derrotar a los Grupos Armados al Margen de la Ley con el fin último 
de favorecer las condiciones de vida de las personas garantizando su derecho a la paz, 
para esto se vale de un instrumento cuya célula es la Unidad Militar (Agente). Con el fin de 
motivar al Agente utiliza una serie de incentivos como son recompensas en dinero, 
permisos, reconocimientos, ascensos, etc. esperando que el agente se comporte conforme 
al fin perseguido.  
 
No obstante, el Principal cae en lo que se denomina un problema de información 
asimétrica, al no ser capaz de observar de primera mano las acciones que realiza el agente; 
en concreto el gobierno nacional no estaba en la capacidad de verificar que efectivamente 
las unidades militares estuvieran cumpliendo cabalmente su labor, sino únicamente podía 
conocer los resultados que le eran presentados por ellos. 
 
Se expone que el factor de bajas reales favorece la consecución del fin último de garantizar 
bienestar a los ciudadanos, mientras que los falsos positivos restan en la consecución de 
ese fin, sin embargo, el engaño juega en que el principal es incapaz de distinguir entre las 
bajas reales y los engaños representándose un escenario falso. 
 
El pecado del gobierno entonces se encuentra en disponer de todos sus recursos 
económicos en favor de materializar los incentivos una vez se presente el resultado 
deseado y no invertir lo suficiente en mecanismos que garanticen una sanción en contra 
de quien se ha sustraído del fin principal  pretendiendo engañar al gobierno con el falso 
positivo, como un ejemplo de lo dejado de hacer fue el de nunca pretender fortalecer el 
sector justicia con miras a evitar conductas contrarias al fin perseguido. 
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A la visión plana del análisis económico se contrapone un planteamiento desde el punto 
de vista moral, en el texto del profesor Hoyos contenido en el ya mencionado libro de 
construcción de memoria del Archivo distrital, encontraremos un enfoque desde las 
distintos planteamientos de la ética. (Hoyos, 2011)). Ese trabajo en particular utiliza lo 
acontecido con los jóvenes de Soacha como punto de partida para explicar la degradación 
moral que vive nuestro país, es decir lo toma como ejemplo paradigmático del incorrecto 
camino que ha tomado nuestro país en el plano político y sus implicaciones morales. 
 
A partir de los postulados de Kant nos muestra como no resulta éticamente aceptable una 
sociedad que parte de la negación de los acontecimientos como principal fuente de defensa 
del desarrollo de un plan de gobierno. En el texto se describe la forma en que hechos como 
los aquí estudiados, hasta el mismo conflicto armado, fueron sistemáticamente negados 
durante los dos periodos en que fungió como presidente de la República Álvaro Uribe 
Vélez. 
 
 La principal forma de negación se evidencia en mantener hasta hoy el discurso de la 
existencia dentro de la estructura militar de “manzanas podridas” entendidas como 
unidades aisladas que se dejaron en su momento seducir por grupos de delincuencia 
organizada buscando satisfacer el interés personal. Con esta forma de presentar el asunto 
se pretendió aislar toda forma responsabilidad de parte del Estado, negando la 
sistematicidad que se evidencia en estudios como el de Linares o los documentos del 
CINEP. 
 
La negación del conflicto como un hecho social corresponde a una de las herramientas 
más certeras para la homogenización de una sociedad, pues se extrae de su calidad de 
interlocutor válido a aquel que se encuentra en contradicción contra el régimen imperante. 
De esta forma fue como quiso afrontarse a los grupos armados que en ese momento se 
levantaron en armas, justificando un combate de destrucción final que únicamente podía 
mostrarse efectivo a través del conteo de muertes.  
 
Del mismo modo esa fue la estrategia de medios que entonces la Casa de Nariño puso en 
marcha en cuanto se pusieron los falsos positivos en conocimiento de la opinión pública, 
llegó incluso a señalarse por parte de Uribe Vélez que estos hechos estaban convirtiéndose 
en un chantaje de parte de las organizaciones de Derechos Humanos en contra del 
gobierno. Finalmente, la estrategia de negación quiso mantener incólume la imagen 
heroica de las fuerzas militares frente a la nación. Debe tenerse en cuenta que esta actitud 
gubernamental de espalda a las víctimas contó con un aval de gran peso por parte de la 
población civil, que se encontraba en ese momento apoyando ciegamente al gobierno 
nacional y contribuía con el juego de estigmatizar al disidente anteponiendo el Estado de 
Opinión al Estado de Derecho.  
 
 Es de gran interés como en el texto se pasa por el prisma del imperativo categórico este 
tipo de conductas concluyendo que actos como los perpetrados por la fuerza pública 
constituyen no solamente la negación de la dignidad de quienes cayeron en la práctica 
criminal sino de todos quienes compartimos la condición de seres humanos. Para el autor 
el respeto a los Derechos Humanos y la dignidad constituyen la base moral de la existencia 
del Estado, por lo que atentar en contra de la dignidad de una persona, 
instrumentalizándola del modo en que se hizo con los jóvenes presentados como 
combatientes dados de baja, constituye en sí mismo la negación de la condición humana 
de cada uno de nosotros realizada por el mismo Estado. Ahora, sin una pretensión 
religiosa, el autor deja ver que la espiritualidad imperante en nuestra sociedad enseña 
sobre el carácter sagrado de la vida humana como pilar de la interacción de los sujetos, lo 
que resulta una de las contradicciones más fuertes no solo en la utilización de los montajes 
sino en todas las formas de ejecución extrajudicial y desaparición por parte del Estado. 
 
Bajo esta argumentación encontramos un vínculo entre el ya estudiado ejercicio de 
adecuación de estas conductas a la categoría de crímenes de Lesa Humanidad y la postura 
desde la ética propuesta por Hoyos, en los planteamientos que al respecto realiza el 
Honorable Consejo de Estado al ocuparse de la imposibilidad de aplicación en este tipo de 
Abordaje criminológico de las ejecuciones extrajudiciales ocurridas 





conductas del fenómeno jurídico de la caducidad de la acción de reparación directa, a 
propósito, propone: 
 
La Sala entiende que cuando se está en presencia de actos de lesa humanidad 
[configurados como crímenes de lesa humanidad] como aquellos actos ominosos 
que niegan la existencia y vigencia imperativa de los Derechos Humanos en la 
sociedad, al atentar contra la dignidad humana por medio de acciones que llevan a 
la degradación de la condición de las personas, generando no sólo una afectación 
a quienes físicamente han padecido tales actos, sino también agrediendo a la 
conciencia de toda la humanidad (2016) 
 
De este aparte jurisprudencial hay que señalar que, se trata de un caso en que el máximo 
tribunal de lo contencioso administrativo en Colombia reconoce el carácter de delito de 
Lesa Humanidad al homicidio de un civil a manos del Ejército Nacional, cuyos efectivos lo 
hicieron pasar como baja en combate. Esto sucedió en el municipio de Timbaná (Cauca) 
en el año 2007, lo que reafirma que este tipo de hecho, así como su sistematicidad y 
generalidad alcanzaron diversas regiones del país. 
 
Finalmente, volviendo al texto de Hoyos, no puede dejarse pasar un punto de gran 
importancia que nos deja ver el autor, cuando nos recuerda como altos mandos del 
gobierno y las Fuerzas Militares salieron a los medios de comunicación a prometer más 
control para limitar este tipo de conductas, pero a la vez quisieron mostrar que quienes 
perpetraron estos hechos eran personas sin la mínima formación, que fueron reclutados 
quienes no tenían una real capacidad de discernimiento y por tanto entraban en el riesgo 
de cometer este tipo de conductas. Es decir, que por la premura de la guerra se reclutó a 
cualquiera, y a ese soldado se le entregó un fusil, sin siquiera verificar si se estaba ante un 
sujeto capaz de discernir entre el bien y el mal.  
 
La reflexión que pretende dejar el texto, luego de estudiar autores como Walter Benjamin, 
Habbermas y Adorno, es que la apreciación de la historia de nuestro país debe abandonar 
los postulados clásicos de las ciencias sociales, reemplazándose por un ejercicio de 
autoevaluación en donde se tengan en cuenta no solo las posturas de quienes ganan la 
guerra o quienes constituyan la mayoría democrática. Es necesario contar nuestra historia 
a partir de las vivencias de las comunidades y de las personas que sufrieron la guerra, para 
así fortalecer la posibilidad de reconciliación y de integración en una sociedad cuyo tejido 
social se reconstruye. 
 
Por otra parte, en un informe sobre este asunto Iván Gonzales Amado pretende hacer la 
descripción de los denominados falsos positivos mediante un estudio objetivo, en tal 
documento encontramos información al respecto del manejo oficial del fenómeno. Si bien 
el autor hace referencia al importante trabajo de algunas autoridades entre las que destaca 
la del Personero Municipal de Soacha en cooperación con el Sistema de Alertas 
Tempranas de la Defensoría del Pueblo así como el trabajo con las víctimas y su 
visibilizacion de parte de congresistas como Juan Manuel Galán y Gustavo Petro, quienes 
a través del debate posicionaron el asunto como  de trascendencia nacional e internacional, 
para él existieron sendas omisiones alrededor del tratamiento de este tipo de crímenes. 
 
Lo que se encuentra de parte de la mayoría de las autoridades que de algún modo 
participan del tratamiento de los hechos es una  política dirigida a la impunidad, se puede 
observar que el retiro de los primeros oficiales como respuesta del gobierno se dio por una 
presunta supuesta negligencia que ni siquiera fue seguida de la apertura de procesos 
disciplinarios o penales, a pesar de la gravedad de los hechos investigados. Incluso se 
deben tener en cuenta las manifestaciones de los mismos oficiales retirados quienes 
dejaban ver en su discurso que el gobierno de turno optó por una purga ciega como una 
forma de apaciguar a la opinión pública. 
 
Respecto de la posición de las cabezas del gobierno se muestra como su comportamiento 
siempre fue ambivalente, toda vez que si bien de su parte se exigió de la administración 
de justicia sanciones ejemplares a quienes habrían engañado al país con la sangre de 
personas inocentes; tales manifestaciones se contraponían a acciones dirigidas a 
mantener incólume la imagen heroica de las Fuerzas Militares, censurando su crítica, así 
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mismo se optó por el fortalecimiento de la capacidad de defensa judicial de los militares y 
policías como un gesto para “defenderlos de los ataques de las Organizaciones de 
Derechos Humanos con sesgos políticos”. (Gonzales Amado, 2011) 
 
El otro diciente hecho sobre el tratamiento oficial de estas formas de criminalidad que 
cuestiona el compromiso del Estado Colombiano con la garantía de los Derechos Humanos 
es lo que atañe a su tratamiento judicial. Señala el autor que no se encuentran esfuerzos 
reales dirigidos al fortalecimiento de la Fiscalía, además se señala el esfuerzo de parte de 
los Jueces de Instrucción Penal Militar para evitar el conocimiento de las investigaciones 
por parte de la Justicia Ordinaria y, finalmente las maniobras dilatorias de los defensores 
de los militares, muchas veces de parte de aquellos abogados que materializaron el 
fortalecimiento institucional prometido por el entonces presidente en la defensa de 
soldados y policías. 
 
En el ya citado texto del CINEP, se realiza a modo de apéndice un relato de la experiencia 
del Capitán Alexander Cortés, quien estuviera a cargo del juzgado 94 de Instrucción Penal 
Militar emplazado en la Brigada 17, una de las más cuestionadas por temas de ejecuciones 
extrajudiciales. Este ex oficial es el claro ejemplo de cómo se hicieron múltiples esfuerzos 
para encubrir la comisión de este tipo de crímenes. (Banco de Datos Centro de 
Investigación y Educación Popular / Programa por la Paz (CINEP) , 2011, págs. 284-301) 
 
Él mismo describe como logró descubrir un sin número de inconsistencias en los 
expedientes judiciales que encontró en su despacho, por ejemplo las prendas de vestir de 
los cadáveres no se ajustaban a su talla o que tenían manchas de sangre lejanas del lugar 
en donde se dieron los impactos de bala; signos de arrastre o lesiones que no concuerdan 
con el relato de los efectivos de la Fuerza Pública; armas de fuego puestas al lado del 
cadáver en pésimo estado de funcionamiento; múltiples inconsistencias operativas en los 
relatos de los oficiales y soldados que participaron de los supuestos combates; así como 
en la recolección de elementos materiales probatorios y evidencia física en contra de los 
manuales pertinentes; derroche de munición que no se ajustaba a los relatos, etc.  
 
No obstante, la evidencia clara de inconsistencias en las operaciones y presentación de 
bajas, el funcionario en su momento encuentra los expedientes precuidos o archivados, 
evidenciando que estos procesos judiciales respondían únicamente a un ejercicio 
mecánico que permitió justificar que se habían realizados esfuerzos investigativos para 
verificar que efectivamente fueron bajas en combate o escenarios de legítima defensa por 
parte de los efectivos de la Fuerza Pública. Por esta razón el Juez optó por la remisión de 
todos aquellos expedientes sospechosos de ser ejecuciones extrajudiciales u otras formas 
de graves violaciones a los Derechos Humanos a la Fiscalía General de la Nación para 
que fueran investigados y juzgados por la justicia ordinaria.  
 
Al esfuerzo por engavetar los expedientes por parte de algunos jueces, se suma el 
realizado por oficiales del Ejército para retirar a personas incomodas como el Capitán 
Cortes del camino, dentro de la narración apareceré como, sin justificación alguna, fue 
trasladado de Carepa (Antioquia) a Chiquinquirá (Boyacá) para luego ser declarado 
insubsistente y retirado de la Fuerza Pública, hoy esta persona se encuentra en el exterior 
exiliada por cuenta de múltiples amenazas en contra de su vida por actuar en contra de 
una política de negación que ayudo a revelar. El mismo Cortés en entrevista con la revista 
semana en Julio de 2010 sintetiza de esta forma la situación entonces vivida. 
 
“La independencia de los jueces penales militares se perdió. Hay una gran presión 
para dilatar e incluso no enviar casos claramente cuestionados a la Fiscalía. Sé que 
más de una docena de mis colegas han corrido la misma suerte que yo y han 
pagado con la pérdida de sus trabajos sus valerosas decisiones. Muchos de ellos 
están asustados y temen por su vida.” (Cortés, 2010) 
  
En esa serie de esfuerzos oficiales de negación y encubrimiento, seguidos de mimetización 
y justificación de los hechos estudiados ha jugado un papel preponderante el aparato de 
medios de comunicación de nuestro país. El ejercicio periodístico en Colombia ha tenido 
puntos muy altos y otros muy bajos, después de todo, en una democracia es de nodal 
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importancia el papel que desempeñan los medios de comunicación como canal de 
interacción entre la sociedad y las instituciones estatales; no obstante también en una 
seudodemocracia es de nodal importancia la capacidad de cooptación y censura sobre 
esos mismos medios para entregar a la opinión pública información conveniente al régimen 
y correlativamente esconder o tergiversar aquella que le es adversa. 
 
En un texto reflexivo escrito por el periodista y profesor de ética periodística de la 
Universidad Javeriana Hernando Salazar Pulecio se realiza un acercamiento al manejo de 
los medios de comunicación de nuestro país frente a los hechos estudiados. El profesor 
Salazar presenta el escenario a partir de varios puntos que, según él, determinan el actuar 
de los periodistas colombianos que podemos enunciar así: 
 
- Antecedentes en Colombia de una prensa abiertamente militante que 
necesariamente comprometía su imparcialidad e independencia 
- Un contexto global de guerra abierta contra el terrorismo impulsada por los Estados 
Unidos a partir de los atentados del 11 de septiembre de 2011 que condiciona la 
opinión pública en general y a los medios en particular  
- Un ejercicio periodístico con recursos limitados para la verificación de las versiones 
entregadas por las fuentes  
- Una premura por entregar la noticia en el menor tiempo posible en aras de “ganar 
la chiva”, lo que limita las posibilidades de un ejercicio crítico de verificación en las 
salas de redacción (Salazar Palacio, 2010) 
 
Esta serie de factores desencadenaron el que la publicación de las noticias sobre las bajas 
de grupos armados al margen de la ley se hiciera a partir de lo que daba a conocer una 
única fuente (las Fuerzas Militares). Esta manera de ejercer el trabajo periodístico, 
contraría los deberes que impone el ejercicio de la libertad de prensa que consisten 
precisamente en transmitir información veraz y fidedigna, esto sirvió no solamente como 
potencializador de los supuestos logros de la fuerza pública en el campo sino que, 
habiéndose omitido la verificación no fue posible, como debió de haber sido, que la 
investigación periodística revelara la cruda realidad encontrando, por ejemplo, la 
procedencia de los cuerpos que presentaran los militares como miembros de los grupos 
armados ilegales.  
 
En el momento en que fue revelado el fenómeno a la opinión pública, reconoce el autor, 
los medios de comunicación desempeñaron un importante papel, fue así como las primeras 
noticias al respecto aparecieron en medios masivos como Noticias Caracol, lo que permitió 
que el grueso de la población colombiana conociera lo que venía sucediendo al interior de 
la Fuerza Pública y que necesariamente el gobierno de entonces se pronunciara (no de la 
mejor manera) y se tomaran algunas medidas en su interior. 
 
No obstante, revela el texto que los medios de comunicación, para el caso el mismo 
Caracol Televisión, en más de una ocasión se refirió a las víctimas de los hechos ocurridos 
como viciosos, personas con antecedentes penales, que andaban en malas compañías, 
incluso señala que en su momento se les presentó como jóvenes que habrían sido 
reclutados por las FARC. Visto de este modo algunos medios de comunicación, 
contribuyeron al tratamiento discriminatorio de las víctimas, permitiendo el ejercicio de 
negación o justificación del actuar contrario a los derechos humanos.  
 
A esto suma el texto varias opiniones, entre ellas las de expertos  que consideran que la 
expresión “falsos positivos” constituyó en su momento un eufemismo utilizado desde los 
medios de comunicación para mitigar los efectos de los hechos en la opinión pública, se 
sostiene por personas versadas en la materia  como Javier Restrepo que los periodistas 
incurren con el lenguaje en el mismo defecto ya descrito de quedarse con aquello que la 
fuente entrega, en este caso la frase la implementan las fuentes oficiales y los periodistas 
nunca se separaron de lo que les entregaron y acuñaron en la sociedad el término, 
permitiendo finalmente bajarle el volumen a aquello que podría definirse como homicidios 
cometidos de manera sistemática y generalizada por efectivos de la fuerza pública con un 
ánimo discriminatorio en contra de un sector de la población civil. 
Abordaje criminológico de las ejecuciones extrajudiciales ocurridas 






2.3 Reflexiones sobre la tradición militar  
 
En un esfuerzo por revelar que los falsos positivos distan de ser una estrategia aislada 
producto del actuar inmoral e interesado de unas cuantas “manzanas podridas” la 
organización Human Rights Watch generó un informe sobre el papel de los altos mandos 
militares en la ocurrencia de los falsos positivos, en dicho documento encontramos un sin 
número de referencias extraídas principalmente de la prensa escrita y los expedientes 
judiciales que han tratado el tema, en donde aparecen una gran cantidad de referencias 
respecto al conocimiento, aquiescencia y apoyo de la alta oficialidad a los montajes que 
hicieran las unidades operativas principalmente del Ejército Nacional. 
  
El texto se fundamenta en que existieron, para la masificación de este tipo de crímenes 
dos aspectos que resultaron determinantes, en primer lugar el ya estudiado, entre otros en 
el texto de Cárdenas y Villa, cúmulo de incentivos para las unidades de la Fuerza Pública 
y los informantes que permitieran la desarticulación de los grupos armados al margen de 
la ley sistematizado principalmente en la ya citada directiva 029 de 2005. El segundo 
aspecto llamado a complementar esta nefasta fórmula es la constante presión de parte de 
los altos mandos militares para que fueran entregados resultados, exclusivamente a través 
de abatir individuos pertenecientes a los grupos armados. 
  
Respecto del primer aspecto, en relación con el papel de los altos mandos militares, aporta 
el texto evidencia de felicitación y concesión constante de licencias a las unidades militares 
por la consecución de bajas, incluso cuando estas tenían serias inconsistencias que a 
cualquier oficial de alto rango debieron parecer sospechosas. Adicionalmente se denuncian 
irregularidades en los manejos de los dineros provenientes de las recompensas los cuales 
eran retenidos o entregados a nombre de falsos informantes para apropiárselos. 
  
El punto de mayor relevancia en el informe está en señalar como existió, al menos en el 
periodo comprendido entre 2002 y 2008, una política institucionalizada dentro de las 
Fuerzas Militares, en la que desde los altos mandos se requerida la presentación de 
resultados representados bajas en el enemigo. Esto dio lugar a que se masificara un 
fenómeno que ya tenía antecedentes en Colombia y en el mundo como es la presentación 
de montajes para cumplir con el requerimiento de los altos mandos. Finalmente, una vez 
ejecutada la persona se presentaba a través de la línea de mando la consecución del 
resultado, el cual era evidente que tenía inconsistencias serias, sin embargo, el alto mando 
y la Justicia Penal Militar dejaban pasar la evidencia, presentaban al país el resultado y 
premiaban a la unidad militar. Esto se convirtió en el ciclo que dio lugar a la masificación 
del fenómeno. (Human Rights Watch, 2015) 
  
Resalta de lo anterior el informe claros indicios de que lo que sucedía no estaba dentro de 
la legalidad en cuanto a cómo se libra un conflicto, indica que resultaba contrario a toda 
lógica que a todos los batallones y unidades militares se les presionara por resultados en 
combate, cuando no todos se encontraban en zonas con presencia de grupos armados. 
Esto explica que no solamente creciera la estadística de subversivos abatidos por el 
Ejército sino de personas que supuestamente pertenecían a grupos de delincuencia 
común. 
  
La petición de resultados por parte del alto mando es investigada por la Fiscalía General 
de la Nación como una estrategia institucionalizada, bajo los parámetros de una omisión 
en el control de las operaciones y los resultados de las mismas. Las declaraciones, 
entrevistas, grabaciones, entre otro material al que se ha tenido acceso por la investigación 
al Teniente Coronel  Gonzales del Rio deja ver como desde el comandante del Ejército se 
generaba una presión constante a las unidades militares para que se presentaran 
resultados únicamente a través de bajas y no así de incautaciones de material, capturas o 
desmovilizaciones. Testimonios de otros oficiales apuntan a que se dieron escenarios 
como la competencia entre distintas unidades por la producción de bajas y la presión desde 
los altos mandos de que aquel que no presentara resultados sería severamente castigado 
o incluso saldría de la institución. 
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De este asunto, como arriba ya se había mencionado, fue advertido en su momento el 
gobierno norteamericano en un cable revelado por Wikileaks, en el que el inspector general 
del Ejército culpa directamente al General Mario Montoya de ser el principal perpetrador 
de los Falsos Positivos a través de la presión constante sobre la tropa para la entrega de 
resultados traducidos en bajas. 
  
Se resalta que los falsos positivos no pudieron generarse sin la intervención de altos 
mandos militares, comandantes de batallones y brigadas que tenían la capacidad de 
expedir las órdenes de operación, misiones tácticas u otro tipo de documentos que 
autorizaban el traslado de las tropas a los lugares en que supuestamente ocurrían los 
combates. Así mismo, por esos oficiales pasaban los informes de la operación en los que 
se reportaban las bajas con serias inconsistencias como que la ropa no se ajustaba al 
cuerpo del occiso o que las manchas de sangre no coincidían con las heridas, el supuesto 
ataque a unidades militares fuertemente armadas con armas cortas y en mal estado como 
revólveres o pistolas, sin que se investigara el motivo de las mismas, al contrario se seguía 
incitando a la tropa para que entregara más resultados. 
  
Pero no solamente la acusación se da por fallas en el control o actuaciones omisivas que 
indican aquiescencia y convalidación por parte de la alta esfera del poder militar. Se reporta 
por parte de algunos oficiales involucrados que en los batallones existían políticas 
establecidas para el reclutamiento, ejecución, puesta en escena y presentación de cada 
una de las ejecuciones, siendo por ejemplo en jurisdicción de la séptima brigada en el Meta 
la manera de reclutar más recurrente el uso de paramilitares que entregaban a las víctimas 
al Batallón para que desde allí se legalizaran. Se indica que existían dentro de los 
batallones sendos comités especializados en la planeación y ejecución de este tipo de 
crímenes, prueba de ello, el testimonio del Coronel Luis Fernando Borja quien confesó ante 
la revista semana haber cometido este tipo de actos, sin embargo advierte que cuando 
llegó a comandar la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre en la 11 brigada ya el procedimiento 
para realizar los montajes estaba establecido, él lo que hizo fue continuar con la práctica.  
 
González del Rio hace alusión a haber recibido sugerencias de sus superiores para 
asociarse con grupos de delincuencia organizada para optimizar la presentación de 
montajes; del mismo modo relata que el General Rodríguez Barragán, quien luego ocupara 
el cargo de Comandante de las Fuerzas Militares, cuando se encontraba a cargo de la 
Cuarta Brigada, llegó a contratar un investigador de policía para optimizar el modo de 
generar las escenas del crimen y hacer más creíbles los montajes. 
  
Finalmente para mostrar la magnitud del rol de las cabezas de las Fuerzas Militares, la 
organización recaba en las ya mencionadas dificultades que debe afrontar la 
administración de justicia para judicializar este tipo de casos, muchas de ellas producto de 
los mismos oficiales, tales como la falta de colaboración de los militares para entregar 
documentación que permita esclarecer los hechos, sabotaje a los investigadores de la 
Fiscalía, retención de expedientes en la justicia penal militar. A esto se suman constantes 
amenazas a los soldados que prestan su testimonio a la justicia, quienes se han visto 
abocados a sufrir amenazas contra su vida, que en algunos casos documentados han 
llegado a concretarse en el asesinato de uno de ellos, la violación de la esposa de otro y 
el intento de recluir en un hospital psiquiátrico y múltiples hostigamientos contra un tercero.  
 
Nuevamente, a partir de la investigación que rodea a González del Rio salen a la luz 
actitudes censurables respecto de su tratamiento antes de que empezara a colaborar con 
la justicia, cuando se hizo acreedor a múltiples favores de parte de los demás oficiales de 
alto rango tales como el uso de vehículos de las FFMM, disposición de personal para su 
custodia y apoyo, licencias para salir de la guarnición en que estaba recluido e incluso 
adjudicación de contratos militares. Resalta como un hecho diciente el que, al intentar 
generar una colisión de competencias dentro de su expediente, González del Rio y un 
General celebran la posibilidad de que su expediente pueda quedar radicado en la 
Jurisdicción Penal Militar y así solucionar su problema. Todas esas prebendas se 
consideran como un mensaje a los demás militares de que su situación resulta mejor si se 
mantienen reacios a colaborar con la Fiscalía. 
 
Abordaje criminológico de las ejecuciones extrajudiciales ocurridas 





Vale la pena terminar el análisis de este documento con un extracto del informe de 
Naciones Unidas al que se hace referencia en él  
“El alto número de falsos positivos (potencialmente 5.000 víctimas), el número de 
años en los que este fenómeno tuvo lugar (2002-2010), el importante número de 
unidades implicadas, la calidad de la violación (derecho a la vida violada por la 
ejecución extrajudicial de civiles), así como el hecho que estas operaciones fueron 
planeadas, apoyan la idea que estas violaciones pueden considerarse sistemáticas 
bajo el derecho internacional de los derechos humanos. Además, se plantean serias 
cuestiones respecto a la responsabilidad de aquellos en la línea de mando que, 
bien sabían, o bien deberían haber sabido, lo que estaba sucediendo y no tomaron 
medidas para atajarlo”. El informe indica que de esta situación ya había alertado el 
Alto Comisionado de Naciones Unidas entre los años 2004 y 2007 sin que existiera 
en ese lapso un correctivo real para mitigarla. 
  
Es evidente que las fuerzas militares colombianas desde su alta oficialidad hasta su nivel 
operativo demostraron, con lo hasta ahora descrito, desdén no solamente por las reglas 
que componen la parte dogmática de la Constitución de 1991 así como los estatutos 
internacionales de los Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, sino 
también por la administración de Justicia y la primacía del poder civil sobre el militar.  
 
Un ejemplo desgarrador y alentador a la vez se encuentra en la experiencia de los efectivos 
del Batallón de Infantería Mecanizada n.o 6 Cartagena en Riohacha, La Guajira, cuyo caso 
se encuentra ya en manos de la Comisión Interamericana de Derechos humanos. Estos 
integrantes de la fuerza pública denuncian haber sido reprimidos y castigados fuertemente, 
para luego ser retirados de la institución o forzados a pedir la baja por haberse negado a 
hacer efectiva la política del Body Count cuando tuvieron la oportunidad. Relatan que en el 
año 2008 se encontraron con  un campamento de la guerrilla del ELN, donde hombres de 
esa organización se encontraban realizando labores ajenas a la guerra por lo que optaron 
por no dispararles, luego de un adecuado procedimiento lograron dar con la captura y 
desmovilización de varios de esos combatientes, sin embargo, en lugar de ser felicitados 
fueron hostigados por sus superiores (Portal Revista Semana, 2018) 
 
En lo que respecta a las dinámicas al interior de nuestras fuerzas militares, para un mejor 
entendimiento del desarrollo de parámetros de conducta y direccionamiento del actuar 
militar resulta necesario acudir a un hecho histórico que describen y enuncian autores como 
Gutiérrez Sanín  definido como la doctrina Lleras (Gutierrez Sanín, 2014). Este hito de 
nuestra democracia se remonta al año 1958, en el que la clase política colombiana se vio 
en una riesgosa situación ante la posibilidad de consolidación de un golpe militar. La 
solución para el momento pasó por relegar el control político de las fuerzas militares, 
otorgándoles gran autonomía en el control del orden público interno. Esta situación facilitó 
que las fuerzas militares implementaran sus propios códigos de conducta sin un control 
material de los actores políticos que permitiera adecuarlos a la constitución y al sistema 
universal de los derechos humanos, creándose, como se ha descrito un paralelismo jurídico 
de nefastos efectos.  
 
Gutiérrez citando a Pecault nos deja muestra la lectura que se da a este hito de nuestra 
historia política en la siguiente cita: 
 
“Control civil sobre los militares a través de la doctrina Lleras, que estipulaba que 
los políticos gobernaban y los militares combatían. Los primeros debían dar unas 
directrices generales, pero sin entrometerse en los detalles de la vida militar. Los 
segundos no deliberaban, pues no estaban formados para ello, pero tenían un 
círculo de influencia que debía ser respetado” (Gutierrez Sanín, 2014, pág. 103) 
 
Este pacto entre la oficialidad militar y la clase política nacional sugiere una de las razones 
de mayor peso por lo cual la democracia colombiana es considerada la más estable de 
América Latina, pues la clase política, sacrificando parte de la primacía del poder civil, y 
con ella el respeto a las garantías individuales y a la jurisdicción ordinaria, logró mantenerse 
incólume a diferencia de lo ocurrido principalmente en el cono sur. 
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A este acuerdo cívico-militar se suma la influencia de la Doctrina de la Seguridad Nacional 
impuesta por los Estados Unidos en América Latina, una apuesta hacia la eliminación del 
enemigo interno, materializado en las huestes comunistas, a través de la acción de las 
Fuerzas Armadas. Este mecanismo impulsado por los gobiernos norteamericanos a través 
de la OEA, constituye uno de los estandartes del adoctrinamiento militar en nuestro país y 
deja ver sus efectos aun en nuestros días, donde se sigue estigmatizando líderes políticos 
y sociales que pretenden la implementación de políticas distintas a las que han gobernado 
incesantemente. 
 
Al describir las principales políticas del plan LASO (Latin America Security Operation) el 
coronel retirado Bernardo Bermúdez Russi nos revela los cimientos de la estructura militar 
de nuestro continente, primordialmente enfilada a la represión y el control de la población 
civil. Dentro de su descripción llama poderosamente la atención en primer lugar la 
introducción de políticas de acción cívico militar en donde los sectores populares y 
campesinos pretendieron ser integrados al actuar militar, amalgama que se replicó en los 
tiempos de la seguridad democrática en que se impulsó el sistema de informantes, que ya 
hemos visto, es una pieza fundamental en la explicación de los Falsos Positivos. 
(Bermúdez, 1992) 
 
El mismo texto nos da una muestra de las formas de adoctrinamiento militar, que parten 
del apaciguamiento psicológico del individuo a través de propaganda interna, esto para 
mantener la estructura de sumisión que garantiza la verticalidad propia del modelo militar 
prusiano. Este tipo de adoctrinamiento deja como resultado hombres que a pesar de contar 
con salarios ínfimos se prestan para la represión de su mismo pueblo y que cuentan con 
limitadas capacidades para contradecir órdenes de mando, poniéndolas incluso por encima 
de los principios morales de la sociedad occidental o la doctrina de los Derechos Humanos.  
 
 
3. Reflexiones criminológicas sobre los 
Falsos Positivos  
 
3.1 Falsos positivos, determinismo y manzanas 
podridas 
 
Como hemos podido observar, lo hasta aquí estudiado nos entrega dos panoramas 
encontrados, los cuales responden a dos maneras opuestas de entender la criminalidad 
de Estado y en especial el fenómeno de los falsos positivos. Hasta el día de hoy ha sido 
una constante de la posición oficial sostener que los vergonzosos hechos responden a 
actuaciones aisladas, las cuales fueron autónomamente planeadas y ejecutadas por 
grupos de militares que olvidaron el norte de su misión de proteger a las personas que 
habitan el territorio colombiano y se dedicaron a atentar contra sus derechos con el único 
ánimo de satisfacer sus intereses personales.  
 
Encuentra soporte este tipo de posturas en análisis llanos como el que se ha estudiado y 
que fuera publicado por la Universidad Javeriana, en el cual la responsabilidad reposa 
principalmente en aquellos que aprovechando la candidez del gobierno y su extrema 
confianza en las fuerzas militares, aprovecharon para engañarlo para recibir recompensas, 
ascensos y condecoraciones a un precio mucho menor del que costaría recibirlos a cambio 
de resultados reales en la lucha contrainsurgente. Junto a esta postura aparecen 
posiciones periodísticas y judiciales que reconocen esta plana explicación como la realidad 
de lo acontecido, en donde la institucionalidad es víctima de la maldad de pequeños grupos 
de malhechores que desafortunadamente permearon las heroicas fuerzas militares 
colombianas. Del mismo modo sostiene esta tesis todas aquellas posturas que presentan 
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al gobierno de aquellos años como imprudente y confiado en la probidad de las unidades 
militares. 
 
La misma normatividad formulada dentro del proceso de justicia transicional que hoy vive 
nuestro país parece mantenerse dentro de esta tendencia, limitado la responsabilidad de 
mando a aquella derivada de iure, poniendo una talanquera a la investigación y 
enjuiciamiento de oficiales de alto rango y sobre todo a las autoridades civiles a quienes 
puedan atribuírsele las simuladas bajas por acción u omisión. Este punto constituye uno 
de los serios cuestionamientos realizados por parte de la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional respecto de la implementación de los acuerdos de paz en lo que a 
ejecuciones extrajudiciales se refiere. (Corte Penal Internacional, Oficina del Fiscal, 2017) 
 
Al momento de pretender entender los hechos planteados de esta forma a partir de las 
construcciones sociológicas de la criminalidad tendríamos varias interpretaciones que a 
ella se adecuan, en primer lugar, sería pertinente el describir los hechos como una clara 
manifestación del actuar divergente como resultado de una situación anómica como la 
descrita por Merton. Claramente nos encontramos en un país de amplias desigualdades 
sociales y en el que la globalización ha homogenizado la meta del ser humano en la 
consecución de riqueza y reconocimiento social. No escapa de estas dos situaciones la 
unidad militar que, siendo un asalariado promedio, desea lo que cualquier otro, es decir 
mejor pago, ascenso en su carrera, descanso remunerado y reconocimiento de su labor.  
  
Sin embargo se encuentra, como bien lo describen Cárdenas y Villa, que los medios 
regulares para obtener estos fines, entiéndase la presentación de resultados reales en su 
labor de brindar seguridad nacional, empiezan a resultar muy costosos en términos de 
riesgo para su vida y despliegue operacional o imposibles en aquellas zonas abandonadas 
por el enemigo, y que la única forma que cuentan para obtener las metas  es a través de 
la innovación, mutando sus métodos por actos indeseados a la luz del objetivo estatal y la 
estructura ética de la sociedad occidental. En síntesis al ser difícil o imposible la cantidad 
de bajas requeridas por el alto mando y desear, como cualquier ciudadano, ser reconocido 
y gratificado en su trabajo, los militares optaron por asesinar no combatientes y hacerlos 
pasar por guerrilleros muertos en combate, aprovechando la candidez del gobierno que no 
estableció controles efectivos para evitar ser engañado.  
 
Esta tesis se fortalecería si se tiene en cuenta la extracción social de quienes integran las 
fuerzas militares, principalmente soldados y suboficiales, pues fácilmente se encontraría 
que son personas de bajos recursos y nivel de escolaridad, quienes encontraron en las 
fuerzas militares un medio de subsistencia que no encuentran en la vida civil. Siendo 
personas asentadas en las zonas de precarias condiciones en municipios y ciudades y que 
coinciden con las características sociales de los delincuentes que pretendieron describir 
las teorías ecológicas de la criminalidad. 
 
La segunda forma de analizarlo, y que sería la forma más sencilla de concatenar la postura 
de las manzanas podridas propia del gobierno nacional, es la de acudir a las 
construcciones de Alber Cohen sobre la criminalidad subcultural. Nada más acorde con 
esta visión que una teoría que describe a los criminales como miembros de grupos surgidos 
dentro de la misma sociedad que han subvertido los valores éticos de la misma para 
comportarse de forma lesiva a los intereses del conglomerado.  
 
El fenómeno puede explicarse de la siguiente manera: surgieron dentro de las fuerzas 
militares grupos en donde el común denominador fue la consecución de objetivos 
personales a cualquier costo, aun sacrificando los intereses constitucionales que juraron 
proteger, estos grupos lograron seducir a más efectivos de ejercito acrecentando el número 
de víctimas. Una vez involucrados en los grupos criminales, difícilmente se podría salir de 
ellos puesto que su existencia misma materializaba la posibilidad de encubrimiento de los 
crímenes. 
 
Visto de esta forma, el actuar criminal se explica por la debilidad moral de los efectivos que 
incurrieron en estas prácticas, quienes habrían abandonado la consolidada premisa del 
respeto universal de la vida del prójimo, particularmente la del no combatiente, al sucumbir 
a la presión de algunos de sus congéneres y a la consecución de metas que de ningún 
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modo justifican su actuar. Podría apoyarse esta tesis en que en los comportamientos 
aparecieron manifestaciones de asociación diferencial, aprendizajes tendientes masificar y 
perfeccionar los métodos de comisión de las conductas criminales, recordemos como 
dentro del informe de Human Rights Watch se hace referencia a que incluso se llegó en 
una brigada a contratar investigadores criminales para mejorar los montajes y evitar 
inconvenientes en el momento en que se aperturaran las investigaciones al interior del 
aparato de justicia. Se hace evidente, de acuerdo con las construcciones de Sutherland, 
que operaron aprendizajes como formas de optimizar las conductas criminales.  
 
 Si existió entonces una falla de parte del alto mando y las autoridades civiles es la 
confianza depositada en el valor moral de sus efectivos y en la efectividad del 
adoctrinamiento militar acompañado con formación en Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario como componente esencial de una política como la de seguridad 
democrática.  
 
En este punto del trabajo, es válido volver a los planteamientos introductorios y 
preguntarnos si, a la luz de los hechos y enfoque vistos en el primer capítulo, resulta 
suficiente la explicación brindada a partir de   planteamientos como los de Cohen o Merton, 
apoyados en algunos puntos por posturas como las de la asociación diferencial y la 
importancia de la extracción social del individuo. O es necesario, de acuerdo con la 
evidencia, ir más allá y reconocer que los hechos cuentan con una importante cantidad de 
características que lo hacen más complejo en cuanto a la operatividad militar como al papel 
de los altos mandos y el gobierno.  
 
Además de considerarse ampliamente válidas las objeciones que realizan Sykes y Matza 
a las teorías subculturales como mecanismos para desestimar su operatividad, la evidencia 
que parece dar al traste con la postura de las manzanas podridas es la que conlleva el 
elemento de la sistematicidad.  
 
El ejercicio investigativo y jurisdiccional nos enseña que el fenómeno fue mucho más allá 
de un brote de criminalidad dentro de la fuerza, pudimos ver a lo largo del texto que los 
falsos positivos son en primer lugar herencia de prácticas represivas del Estado en donde 
aparecieron la desaparición forzada y las ejecuciones extrajudiciales como unas de sus 
formas; que además se extendieron a lo largo y ancho de la geografía nacional y que 
llegaron a tocar a los altos mandos militares. También que resultó una práctica 
generalizada en contra de una porción de población que se dirigió con fines 
discriminatorios. Estos elementos sumados descartan la operación de subculturas 
decididas a confrontar los valores hegemónicos, al contrario, son evidencias de que en 
nuestro país ha operado una forma de criminalidad de mayor magnitud que la inversión de 
valores en unos pocos agentes estatales. 
 
También debe señalarse que opera el fenómeno descrito por Sutherland respecto a la 
criminalidad de los cuellos blancos, lejos está el rechazo de este tipo de prácticas por parte 
de los congéneres de los autores, es decir, no aparece dentro de la reconstrucción fáctica 
que exista un reproche proveniente de los demás efectivos del Ejército, al contrario 
encontramos fuertes incentivos positivos no solamente encaminados a mantener la 
cantidad de bajas sino a encubrir los hechos y evitar la operatividad de la justicia 
 
La promesa hecha al lector en la introducción fue la del estudio de estas conductas a partir 
del concepto de técnicas de neutralización como forma para entender la criminalidad 
juvenil. El primer punto entonces será plantear por qué estas tesis creadas para explicar 
manifestaciones criminales muy distintas a las que nos ocupan resultan acertadas en el 
concepto que pretendemos. En este punto ya hemos avanzado cuando estudiamos los 
textos de Zaffaroni, recordemos como el autor encuentra que las construcciones de Matza 
y Sykes favorecen a la comprensión de la criminalidad de Estado al erigirse como una 
alternativa al concepto de inversión de valores.  
 
Es claro que el Estado como construcción del mundo moderno pretende encarnar en él los 
valores propios de una sociedad; fundado normalmente en constituciones escritas que 
acogen en ellas aquellos intereses supremos y garantías individuales que pretende 
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alcanzar y brindar a sus asociados, no puede verse a sí mismo y a sus instituciones en 
forma distinta que como el arquetipo del respeto a los valores supremos de las sociedades 
que engloban. 
 
Resulta entonces contradictorio señalar que los agentes estatales que todos los días 
predican valores como el orden, la justicia, la lealtad, la seguridad ciudadana, la protección 
al individuo, la familia, la solidaridad, etc. Pertenezcan a la vez a grupos organizados dentro 
de la estructura estatal que han decidido subvertir esos mismos valores y jugársela por un 
comportamiento subcultural en contra de sus mismos asociados.  
 
Así como los autores señalaron que existen argumentos para debatir los planteamientos 
de Cohen en cuanto la existencia de culturas adversas a la dominante que quieren chocarla 
y negar sus fundamentos, existen aún mayores argumentos que nos ayudan a descartar 
este fenómeno en la criminalidad de Estado.  
 
En primer lugar, algo que podemos observar en nuestro día a día es que tendencias 
políticas como las que detentaron el poder entre los años 2002 y 2010 en Colombia, 
pertenecen a aquellos grupos que se dicen llamados al rescate de los valores imperantes 
en nuestra sociedad, de esta forma hacen constantes esfuerzos por enaltecer la familia, 
proteger a los niños, niñas y adolescentes, favorecer la salud pública o garantizar el 
carácter sagrado de la vida, todo  esto sacrificando garantías fundamentales como la el 
libre desarrollo de la personalidad de población LGBTI; mujeres con embarazos no 
deseados o riesgosos; y de consumidores de estupefacientes que se ven criminalizados.  
 
Similar actitud encontramos históricamente en nuestras Fuerzas Militares cuyos discursos 
están siempre llenos de términos que reafirman los valores hegemónicos de nuestra 
sociedad, palabras como honor, patria, lealtad, valentía, coraje, sacrificio, Dios, etc. 
Aparecen en cada discurso que pronuncian los altos mandos militares y se encuentran en 
los manuales de adoctrinamiento de las fuerzas armadas.  
 
Si la criminalidad de Estado fuera fruto de un actuar subcultural como el que describe 
Cohen necesariamente tendríamos agentes estatales que abiertamente reivindicarían 
antivalores como la traición, el egoísmo, la irresponsabilidad, el odio, la discriminación, 
entre otros.  Es claro que no nos encontramos ante este panorama, al contrario, los 
discursos están llenos de exaltación de los valores buscando la cohesión social. En 
conclusión, un Estado subcultural es un imposible categórico, pues de darse simplemente 
implosiona sobre sí mismo al no encontrar ningún tipo de legitimidad en la sociedad que 
incorpora.  
 
Tampoco podemos creer que nos encontremos ante un Estado que sufre una especie de 
trastorno de personalidad múltiple o ante una entidad que actúa en ocasiones como el 
noble doctor Jekyll y otras como el misántropo Mr Hyde. No es predicable de una entidad 
como el Estado sufrir de este tipo de episodios o trastornos psiquiátricos. 
 
Por otra parte, vemos que los altos agentes del estado han salido, aunque sea de forma 
tibia, a los medios de comunicación y de cara al país a reprocharle los falsos positivos, acto 
que demuestra que, al menos formalmente se predica el respeto por la vida humana y su 
dignidad, aunque sea a través de actos hipócritas.  
 
3.2 Operatividad de las Técnicas de Neutralización  
 
Si no podemos entonces explicar la criminalidad como una psicopatía del Estado o una 
inversión epidémica de valores, nos queda explicarla a partir de un fenómeno más sutil 
como es la construcción de justificantes, que, si bien no alcanzan a verse incorporados en 
el derecho interno, el sistema de DDHH o el DIH, si puede ciertamente servir de brecha 
para que sus agentes atenten en contra de aquellos a quienes han prometido proteger. 
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Recordando las previsiones de Zaffaroni, encontramos que el desarrollo de Técnicas de 
Neutralización dentro de los criminales de Estado resulta ser un proceso más sofisticado 
que el descrito para la delincuencia juvenil, por cuanto en los primeros el proceso involucra 
no solamente la tradición oral, la interacción constante y reafirmada con los congéneres, 
mientras que en los segundos las redes de asociación diferencial son más complejas, 
nutriéndose de la jerarquía y la obediencia para multiplicar los discursos legitimadores.  
 
Habiendo hecho esta primera reflexión, sin más preámbulos a continuación se tomará cada 
una de las técnicas de neutralización descritas por Matza y Sykes y se cotejará con la 
evidencia que los textos nos han brindado, para de este modo encontrar si se desarrollaron 
para el caso de los falsos positivos. Debe comprender el lector que la evidencia del 
desarrollo de las técnicas se encontrará dispersa a lo largo de lo encontrado en cada texto 
estudiado, por lo que las referencias que se realizarán no necesariamente seguirán el 
orden en que se presentó en el segundo capítulo. 
 
3.2.1 De la Negación de la Responsabilidad 
 
La primera técnica de neutralización estudiada se manifiesta en varios componentes de los 
descritos a lo largo del texto, como estrategia estatal se evidencia en el discurso 
insostenible de las manzanas podridas, señalar que los delitos cometidos por algunos 
agentes de la fuerza pública son hechos aislados que no representan el querer ni el actuar 
institucional es la estrategia más clara de negación de la responsabilidad del alto mando y 
de las autoridades civiles. A este señalamiento se acompaña el discurso de que las 
autoridades y el alto mando fueron engañados por los agentes desviados, atentando contra 
su buena fe, mostrando que la consecuencia no deseada fue simplemente un abuso en 
contra del “corazón grande” que predicaba el gobierno de entonces. Fue entonces cuando, 
tibiamente, el gobierno conminó a la administración de justicia a que se judicializara a los 
responsables de aquellos crímenes, a la usanza del chivo expiatorio.  
 
A la operación de la técnica contribuyeron los medios de comunicación, quienes dieron a 
conocer a la opinión pública aquello que le entregara la oficialidad como única fuente, como 
hemos visto faltó de ellos una investigación profunda de la manera en que fueron 
masificándose las conductas hasta convertirse en una gran epidemia. Del mismo modo fue 
a través de esos medios que el gobierno y los militares buscaron bajarle el tono al tema 
posicionando la idea de las manzanas podridas e incluso del termino mismo de “falsos 
positivos”. 
 
Sin embargo, para esta técnica opera un curioso sistema, así como los altos mandos se 
escudan en el supuesto actuar aislado de algunas unidades, del modo contrario algunos 
de los mandos medios y operativos que han querido colaborar con la justicia o brindar su 
testimonio para esclarecer el asunto han pretendido de alguna forma justificar su actuación 
a partir del actuar del alto mando. Sin ánimo de cuestionar su veracidad, llama 
poderosamente la atención que en testimonios como el de Gonzales del Rio o Luis 
Fernando Borja se haga énfasis permanente en que el detonante de los Falsos Positivos, 
por encima del sistema de incentivos, fue la constante presión que se ejercía sobre las 
unidades militares, esta se describe como una cadena de requerimientos en términos de 
bajas que determinaron a que unos presionaran sobre otros para su consecución y que la 
vía más expedita y muchas veces la única para cumplir tales expectativas fuera la de la 
simulación de combates y puesta en marcha de las escenas que ya tanto hemos descrito.  
 
En pocas palabras la técnica de neutralización opera en estas personas, atribuyendo en 
mayor medida el hecho a las políticas propias del llamado Body Count, implementadas 
incluso con la aquiescencia de los Estado Unidos de Norteamérica, y no a la decisión 
racional propia de cometer uno o más homicidios con la intención de alcanzar una 
recompensa, ascenso o reconocimiento.  
 
Vale la pena recordar puntualmente la narración de Borja respecto al momento en que 
comenzara su labor como comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre en la 11 
brigada, cuando deja claro que en ese momento encontró que la maquinaria de muerte a 
través de la modalidad de falsos positivos ya estaba en marcha y que el simplemente 
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mantuvo las cosas como venían sucediendo, pues resultaba el mecanismo eficiente para 
cumplir con las expectativas del alto mando. 
 
3.2.2 La Negación del Daño 
 
Para analizar los hechos desde las dos siguientes técnicas de neutralización es necesario 
tener en cuenta las particularidades del tipo de criminalidad, la negación del daño y de la 
víctima necesariamente operan de manera distinta que en la delincuencia juvenil, por lo 
que debemos recordar los planteamientos de Stanley Cohen en el sentido de que el 
proceso de negación en la criminalidad de Estado se encuentra ligado no a el ocultamiento 
del hecho mismo, puesto que esto resulta una tarea imposible cuando la opinión pública 
ya conoce de él. Por eso el ejercicio parte de darle un significado distinto justificando el 
actuar como un sacrificio para evitar un mal mayor. De acuerdo con lo anterior, los actos 
de negación que se evidencian a lo largo de la reconstrucción fáctica pueden a la vez 
adecuarse a la negación del daño y la negación de la víctima.  
 
No debemos olvidar que las técnicas de neutralización son extrapolaciones de las causales 
de ausencia de responsabilidad contenidas en la ley penal, de este modo aquella descrita 
como negación del daño por Matza y Sykes debe asimilarse a la de ausencia de 
antijuridicidad material, entendiendo que para el autor del delito su actuar no es de 
suficiente magnitud para afectar realmente a la sociedad, quedándose únicamente como 
un acto de mera inmoralidad. Para la criminalidad de Estado parece asimilarse a otras 
instituciones como el estado de necesidad o imposibilidad de imputación objetiva por 
disminución del daño, puesto que, si bien existe una afectación a un bien jurídico, este se 
justifica por la protección o el rescate de uno de mayor entidad.  
 
De acuerdo con lo que hemos visto, aunque no se trata del total del universo de casos, la 
práctica de los falsos positivos sirvió entre otras como forma de represión, recordemos 
eventos anteriores al gobierno Uribe en los que se generaron montajes para eliminar o 
personas ligadas a la subversión aun cuando en el momento de su ejecución se 
encontraban en condiciones de protección por el Derecho Internacional Humanitario, esto 
fue precisamente lo que sucedió con el acto de exterminio de militantes de la corriente de 
renovación socialista o con el estudiante Luis Fernando Lalinde Lalinde en evidentes actos 
de represión. Del mismo modo aparecen relatos de homicidios dirigidos en contra de 
líderes sociales o sindicalistas señalados de ser colaboradores o simpatizantes de la 
Guerrilla. 
 
Bajo esta óptica los crímenes resultan un asunto de mal menor, el discurso y la acción 
parecen dirigidos a lo que se describió en algún momento por un importante político 
colombiano “un buen muerto”. La estrategia represiva se soporta en el hecho de que es 
válido para alcanzar objetivos como defender la democracia o desarticular estructuras de 
bandidos, pasar por encima de derechos y garantías individuales, llegando incluso a 
atentar contra la vida de aquellos que son considerados tóxicos dentro del plano político. 
 
Esto debe verse concatenado con los actos de negación no solo de los hechos como tal o 
las estrategias para bajarle el tono, sino dirigidos a negar el conflicto armado mismo. 
Recordemos que a lo largo del gobierno de Uribe Vélez se realizó un constante esfuerzo 
por atribuir los escenarios de violencia armada a bandidos narcoterroristas a quienes nunca 
se les concedió el estatus de contradictor político. Pues bien, a partir de una estrategia 
como esta, el acto de represión más fácilmente puede ser justificado, esto si se entiende 
que contra aquellos que se dirige son personas que únicamente pretenden desestabilizar 
la democracia y favorecer sus intereses económicos, resultando pertinente ejercer 
cualquier forma de brutalidad como método de defensa de la institucionalidad y los valores 
sociales. 
 
Recordemos que la construcción de esta forma de defensa de la democracia surge de la 
introducción por parte de los gobiernos de los Estados Unidos de la Doctrina de Seguridad 
Nacional que favoreció los escenarios de represión en toda América Latina. De allí se 
fraguaron múltiples formas de violación de los derechos humanos, dentro de las cuales se 
destacan las ejecuciones extrajudiciales. En la experiencia particular de los falsos positivos 
se tiene que la ejecución fue a la vez forma de represión y mecanismo para alcanzar los 
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objetivos propuestos por la política del Body Count, en una macabra dinámica que emula, 
guardadas proporciones, la estrategia militar del gobierno norteamericano en su 
participación en la guerra de Vietnam.  
 
En síntesis, la técnica de negación del daño en los casos de falsos positivos, así como en 
toda forma de represión política, opera a partir de una ponderación entre una serie de 
intereses políticos de máxima atención como puede ser la tranquilidad o la seguridad 
ciudadana a costa de la vida de quienes se erigen como una amenaza en contra de ellos, 
por pertenecer a grupos conformados para atentar contra la democracia. El discurso se 
torna muy simple de entender como un acto imposible de reprochar por cuanto disminuye 
el riego para la sociedad a costa de un individuo, asegurándose la prevalencia del interés 
general. 
 
3.2.3 Negación de la Víctima 
 
Muy cerca, casi que inescindible, opera la técnica de negación de la víctima, para cuya 
explicación bastaría simplemente la referencia a que los muchachos de Soacha 
asesinados por efectivos de la fuerza pública “No fueron a coger café, iban con propósitos 
delincuenciales y no murieron un día después de su extradición, sino un mes más tarde”. 
Está técnica opera casi que al pie de la letra respecto a la descripción de Matza y Sykes, 
se trata de señalar que el crimen no ha tenido una víctima real, pues aquella persona sobre 
la que caen sus efectos merecía el daño o había forjado su propia suerte, convirtiendo al 
perpetrador de su desgracia en redentor o incluso héroe.  
 
De acuerdo con textos estudiados como el de Linares, Calderón u Osorio encontramos 
múltiples referencias a como las víctimas eran cuidadosamente seleccionadas entre la 
comunidad, se trataba principalmente de jóvenes con muy poco acceso a educación y 
oportunidades de empleo, pertenecientes a comunidades vulnerables, muchas veces 
asociadas a la delincuencia común o a la delincuencia organizada. Estas personas eran 
vistas por los agentes estatales como potenciales criminales, quienes gracias a esa 
vocación y tendencia hacia realizar actos ilegales terminaban siendo reclutados con el 
pretexto de realizar fechorías. 
 
 De este modo las víctimas no parecen serlo en realidad, puesto que se encontraban 
determinadas por la misma condición social a integrar los grupos delincuenciales a los que 
el Estado estaba combatiendo, convirtiendo un acto en contra de su vida en una forma de 
ataque a la forma embrionaria de la estructura criminal.  Finalmente, el reclutamiento era 
obra de un agente provocador que con su éxito confirmaba la hipótesis planteada respecto 
a que se trataba de potenciales delincuentes y por lo tanto valía la pena eliminarlos 
preventivamente. De esta manera se da la asociación con actividades de la mal llamada 
“limpieza social” que pretenden el mejoramiento y homogenización de la sociedad a través 
de la eliminación de individuos indeseables.  
 
Este tipo de práctica, vinculada a la negación de la víctima parte de fenómenos de 
comprensión de la criminalidad cercanos a lo estudiado respecto de las teorías ecológicas 
construidas en la naciente Escuela de Chicago. Recordemos que, de acuerdo con esta 
corriente, lo que finalmente determina al delincuente es su entorno social, materializado en 
la vida suburbana en lugares donde se asientan históricamente segmentos de población 
llegada de los campos o pequeñas ciudades y se encuentran con herencias urbanas con 
tradición delincuencial. La recientemente escuchada referencia respecto del municipio de 
Soacha al que se le describió como un “hueso” parece contar con más adeptos que el 
actual alcalde de Bogotá Enrique Peñalosa, de acuerdo con textos como el de Osorio el 
común denominador en cuanto a la imagen que se tiene de los pobladores de barrios como 
Cazucá es que se trata de criminales en potencia llamados a hacer daño a la sociedad y 
que por tanto requieren ser reprimidos preventivamente. 
 
 Con la preocupación que esto puede generar contribuye el papel de los medios de 
comunicación, recordemos como en su ambivalente rol contribuyeron con los 
señalamientos a los jóvenes que resultaron víctimas, reafirmando la postura de que se 
trataba de personas reclutadas para la comisión de delitos o para integrar grupos de 
delincuencia organizada. Debe reconocerse que esta técnica de neutralización es además 
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la que mayor impacto tiene en la sociedad, pues parece operar no solamente en la mente 
de los agentes estatales, sino que fácilmente se integra al discurso colectivo, haciendo 
carrera como una forma en que un gobierno comprometido con la seguridad ciudadana 
podía contribuir con mitigar la delincuencia urbana.  
 
De acuerdo con lo descrito y en concordancia con las consideraciones del Honorable 
Tribunal de Cundinamarca en el fallo en contra de los homicidas de Fair Leonardo Porras 
Bernal, personas como los muchachos de Soacha fueron elegidos para este tipo de 
crímenes por cuanto han sido históricamente estigmatizados como escoria de la sociedad 
y por eso mismo no gozan, ellos ni su familia, de la posibilidad de acceder a la garantía de 
la tutela judicial efectiva. Estas son finalmente las consideraciones por las cuales fueron 
elegidas personas con perfiles similares, aquellas consideradas prescindibles para el 
Estado comunitario que pretendió consolidarse en el territorio nacional. 
 
3.2.4 Condenar a quien condena 
 
Respecto de la cuarta técnica de neutralización, la encontramos al igual que en la negación 
del daño, inserta en las políticas que institucionalizó el gobierno de Álvaro Uribe Vélez en 
su intento por homogenizar la sociedad colombiana. No es necesario remontarse a los 
años en que fungió como presidente de la república para darse cuenta de sus estrategias 
en contra de quienes considera sus contradictores, basta con ver el número de 
retractaciones que se ha visto forzado a realizar para evitar que continúen en su contra los 
procesos judiciales por injuria así como las estrategias judiciales que, en algunas casos 
han resultado jugándole malas pasadas, para darse cuenta que su principal estrategia 
política es la de controvertir a sus opositores tildándolos de criminales, aliados del 
narcoterrorismo, bandidos e incluso violadores de niños.  
 
Lo cierto es que en las últimas décadas el lugar común es que todo aquel que se atreve a 
controvertir al ex mandatario termina enfrentando inconvenientes no menores, por señalar 
algunos casos encontramos amenazas y difamaciones contra periodistas como Daniel 
Coronel, Julio Cesar Gonzales “Matador”, Daniel Samper, Yoir Akerman, Ignacio Gómez, 
entre otros. Del mismo modo se encuentran este tipo de estrategias dirigidas 
sistemáticamente contra políticos como Iván Cepeda, Gustavo Petro, Piedad Córdoba, 
Claudia López, entre otros. Lo cierto es que ya sea a través de Twiter o por parte de grupos 
armados alineados con la extrema derecha conocidos como GAO, antes BACRIM, la 
oposición política al uribismo se ve enfrentada a través de medios que distan de la   
controversia a través de argumentos, la cual es el deber ser en este escenario. 
 
Tales amenazas y difamaciones no aparecen de la noche a la mañana, al contrario, son 
respuestas inmediatas a señalamientos respecto del supuesto actuar delictivo de Uribe 
Vélez, así cada vez que salen afirmaciones, sin importar cuan respaldadas estén, salen 
respuestas descalificadoras en contra de los periodistas, académicos o políticos. Es esta 
precisamente la manifestación de la técnica de neutralización descrita, aquellos que se 
atreven a ejercer control político o periodístico del actuar del hoy senador o sus seguidores 
se ven enfrentado a condenas sociales que ponen en grave riesgo su vida y honra.  
 
Para el caso en particular de los falsos positivos la campaña de descredito fue 
principalmente dirigida en contra de las organismos internacionales y organizaciones no 
gubernamentales que pretendieron investigar y denunciar la magnitud de lo sucedido. Se 
expuso ante la opinión pública la imagen de las ONG como brazo político de la guerrilla, 
llevándolas no solamente a la estigmatización social sino poniendo en peligro la vida de 
quienes trabajaban a través de ellas. Incluso se llegó a utilizar el aparato de inteligencia 
del Estado para interceptar ilegalmente comunicaciones de sus dirigentes, fue así como el 
teléfono del entonces director del colectivo de abogados José Alvear Restrepo, el hoy 
representante a la cámara Alirio Uribe, fue interceptado ilegalmente por el entonces 
Departamento Administrativo de Seguridad, esto para la consecución de material que 
permitiera usarse en contra de quien se convertía en su opositor. El gobierno llegó a darle 
el calificativo de chantajistas a las ONG en su manejo al tema de los falsos positivos, 
acusándolas de atentar contra las heroicas fuerzas militares, para favorecer a la guerrilla 
que en el campo de batalla se veía derrotada.  
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La campaña de descrédito llegó a recaer incluso dentro del mismo Estado, recordemos 
que fueron víctimas de interceptaciones y seguimientos ilegales los magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia por cuenta de las investigaciones que se llevaban a cabo en la 
corporación por presunta la intervención de grupos paramilitares en la política nacional. En 
la forma de criminalidad que nos ocupa, el descredito y deslegitimación del aparato 
jurisdiccional se manifestó principalmente en la retención ilegal de los procesos judiciales 
en la jurisdicción penal militar. Múltiples esfuerzos se realizaron dentro de la administración 
de justicia y ante el Congreso de la República para separar a la Fiscalía General de la 
Nación de las investigaciones sobre Falsos Positivos, por cuanto se quiso hacer ver a la 
justicia ordinaria como enemiga de la Fuerza Pública y de la política de seguridad 
democrática impulsada por el gobierno de entonces.  
 
El gobierno nacional dio la espalda al aparato judicial en lo que ha investigación y 
juzgamiento de crímenes de Estado respecta, fue tal la afrenta a este asunto que ante la 
opinión pública prefirió mostrar apoyo incondicional a las fuerzas armadas, llevando a cabo 
estrategias como el fortalecimiento de la defensoría de militares para este tipo de casos, 
deslegitimando el ejercicio investigativo de la fiscalía apoyada por la representación de las 
víctimas muchas veces en manos de Organizaciones no Gubernamentales y colectivos de 
abogados comprometidos con el esclarecimiento de la verdad que resultaran señalados de 
criminales.  
 
Como bien se apunta en el texto de Salazar sobre el papel de los medios de comunicación, 
así como el profesor Gonzales Amado, en el tratamiento de los falsos positivos, la 
estrategia de la política de seguridad democrática puso por encima del estado de derecho 
el estado de opinión, poniendo al público en general en contra de todo aquel que 
pretendiera cuestionar los métodos y resultados del actuar estatal. De este modo, igual que 
lo hemos visto con las demás técnicas, la condena a quienes clamaron por justicia fue una 
de las estrategias mayor elaboradas para bajarle el tono al asunto y mantener las condenas 
dentro de los mandos medios, soldados y suboficiales, dejando incólume la 
responsabilidad jurídica y política de aquellos a quienes debería atribuírseles por línea de 
mando.  
 
3.2.5 Apelación a Lealtades Superiores 
 
Respecto de la última técnica de neutralización debemos ser conscientes de la situación 
que en nuestro país viven las estructuras militares desde hace ya mucho tiempo, la 
influencia de la doctrina de la seguridad nacional como hemos visto ha constituido el norte 
en el comportamiento de las fuerzas militares en el continente. En Colombia en particular 
ha podido convivir de forma aceptable las fuerzas militares con la clase política, en parte 
gracias a acuerdos no escritos que han permitido a las fuerzas militares mayor libertad a 
la hora de cumplir su labor de mantener a raya la amenaza que representan los 
movimientos sociales de izquierda.  
 
Sin embargo, como hemos podido observar, esos acuerdos entre el poder civil y el militar 
han tenido como consecuencia el bajo nivel de control político sobre el actuar de los 
militares, quienes en muchos casos se han visto en escenarios que facilitan la creación de 
sus propios códigos de conducta, ajenos en muchos aspectos a los valores constituidos en 
la Carta Política de 1991. 
 
Cuando nos acercábamos al pensamiento de Santos encontrábamos la descripción del 
pluralismo jurídico como una característica propia de los estados y las sociedades 
modernas. La investigación enseña a algunos sociólogos del derecho que fuera de los 
marcos del derecho estatal, que desde el punto de vista formal adquiere legitimidad por 
proceder de los órganos instituidos para tal labor, existen complejas manifestaciones 
jurídicas que revisten de características propias del derecho como su obligatoriedad y los 
medios para hacerse valer. En su postura el autor deja claro que esta característica no es 
per se buena ni mala, que en algunos casos fomentará y facilitará el desarrollo de 
comunidades étnicas y la resolución alternativa de conflictos, sin embargo, en otras podrán 
convertirse en mecanismos de vulneración de garantías universalmente reconocidas por 
el derecho institucionalizado.  
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En las fuerzas militares colombianas confluyen entonces dos elementos como son la 
influencia de la doctrina de la seguridad nacional con su máxima de combate del enemigo 
interno por cualquier medio y el acuerdo de no intromisión cívico militar. Estos dos 
elementos facilitaron que se creara y consolidaran códigos no escritos dentro de las 
Fuerzas Armadas que no necesariamente estaban de acuerdo con los avances formales 
en cuanto a reconocimiento de derechos fundamentales y el tránsito a un Estado Social y 
Democrático de Derecho, en síntesis una nefasta manifestación de pluralismo jurídico en 
donde se yuxtapone al derecho legítimo un complejo normativo incluso con mecanismos 
más efectivos que garantizan su materialización.  
 
A lo anterior se suma un tercer elemento que no debe olvidarse, la política de seguridad 
democrática se basaba en la exaltación de las fuerzas militares como institución llamada a 
cohesionar a la sociedad en torno a la lucha contra el terrorismo, esto generó en el militar 
sensaciones de infalibilidad que jugó a favor de la falta de control en la materialización de 
las garantías fundamentales. 
 
Esta situación particular genera que de parte de aquellos que integran el aparato bélico del 
Estado se manifieste mayor lealtad a los valores militares mil veces repetidos y apropiados 
durante el entrenamiento y adoctrinamiento que el discurso de los Derechos Humanos el 
cual ven como utópico, alejado o emanado de idealistas ajenos a la realidad de la guerra. 
Incluso se flexibilizan no solo preceptos jurídicos, de la misma forma el militar adoctrinado 
deja de lado las enseñanzas éticas de su formación religiosa en favor de la lealtad a su 
uniforme y sus superiores.  
 
Esa mal entendida lealtad a los códigos de conducta del adoctrinamiento y solidaridad de 
cuerpo facilitó la masificación de los delitos y su posterior encubrimiento. Por cuanto apartó 
a los militares del respeto a las garantías individuales por el cumplimiento de objetivos que 
ellos mismos reconocían como imposibles de cumplir, mientras que los altos mandos, al 
parecer más de una vez dolosamente, jamás cuestionaron la veracidad de la evidencia 
presentada en cada baja, como tampoco las políticas de conteo de cadáveres impuestas 
desde el gobierno nacional.  
 
Fue de este modo que la práctica pudo volverse institucional, pues cada uno desde su rol 
ejecutaba, presionaba, encubría o daba la bendición a la práctica de los falsos positivos, 
en una dinámica macabra en donde jugaba un papel fundamental la lealtad otorgada y 
exigida a cada actor. De esa obediencia ciega y de compromiso con la institucionalidad 
depende el éxito de la empresa criminal, siendo imprescindible que cada uno de los 
engranes funcione de manera precisa para mantener incólume la estructura. De acuerdo 
con lo anterior era preciso que cuando empezaron a revelarse los primeros hechos se 
contara con chivos expiatorios que facilitaran sostener la teoría de las manzanas podridas 
y mantener limpia la imagen de las instituciones y de la política de Seguridad Democrática. 
En la misma línea era necesario mantener un aparato judicial dentro de las fuerzas militares 
capaz de encubrir los hechos sin hacer preguntas, prestándose para archivar los 
expedientes a partir de formalismos jurídicos y pruebas practicadas sin la menor 
profundidad, apoyados en la subordinación propia de los jueces de instrucción penal militar 
quienes por su condición de oficiales debían necesariamente mostrarse obedientes a las 
disposiciones del alto mando. 
 
Es precisamente cuando se rompen las lealtades superiores en donde aparecen fisuras en 
la estructura criminal, la investigación arroja casos paradigmáticos en los que se incluyen 
las consecuencias individuales para quienes dan la espalda al aparato organizado. Esto es 
claro en el caso del juez de instrucción penal militar Alexander Cortés quien se negó a 
hacer parte del engranaje criminal, cuanto decidió remitir a la justicia ordinaria aquellas 
investigaciones abiertas por bajas en combate en las cuales se daban múltiples 
irregularidades que indicaban que se trataba de montajes realizados por las unidades 
militares.  
 
Igualmente la estructura tiembla cuando alguno de los chivos expiatorios renuncia a la 
lealtad y abre las cartas, situación que se dio con varios oficiales dentro de los que se 
encuentra el teniente coronel Gonzales del Rio, quienes decidieron colaborar con la justicia 
revelando la forma en que se instituyo desde el alto mando la política del Body Count a 
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través de sistemáticas presiones en las distintas unidades utilizándose para ello  la línea 
de mando. 
 
La importancia de estos comportamientos atípicos se demuestra en la actitud que asume 
la institución ante ellos, recordemos la persecución que sufrió el Juez Cortes por parte de 
sus superiores cuando prestaba su servicio en la Brigada 17, la cual dio lugar a su traslado 
hacia la ciudad de Chiquinquirá y luego su declaración como insubsistente.  
 
De la misma manera el Juez Cortes, Gonzales del Rio y otras unidades militares que 
decidieron colaborar con la Fiscalía General de la Nación fueron víctimas de múltiples 
amenazas en contra de su vida y la de su familia, que se han materializado incluso con 





Habiendo visto que, efectivamente las técnicas de neutralización descritas por los autores 
norteamericanos para la delincuencia juvenil operan para la criminalidad de Estado, y que 
en el caso colombiano el estudio de la dinámica de los falsos positivos demuestra su 
vigencia como una forma de entender lo que dentro de la fuerza pública sucede, es 
pertinente señalar que tales técnicas contribuyen con la situación de deriva que en una de 
sus obras Matza describe.  
 
Recordemos que las técnicas de neutralización no constituyen un determinante del delito, 
sino que crean una especie de limbo, en donde la persona se ve desligada de sus principios 
morales y las ataduras jurídicas que impone en derecho imperante. Tenemos que 
reconocer que bajo las circunstancias que se vieron los funcionarios de la fuerza pública, 
resultaba más costoso en términos de bienestar dentro de la fuerza optar por no delinquir, 
o por desenmascarar lo que venía sucediendo, sin embargo, no puede tampoco pensarse 
que las circunstancias acaecidas llevaban fatalmente a que debieran delinquir de la forma 
que muchos lo hicieron.  
 
El ejemplo de valentía lo dan en nuestro estudio el juez Cortés y los efectivos del Batallón 
Cartagena, sin embargo, es necesario que como sociedad creamos que el ser humano 
está en capacidad de elegir entre el bien y el mal, inclinándose por desobedecer toda orden 
que vaya en contravía de los derechos y libertades básicas de sus congéneres. Solo a 
partir de tal reconocimiento podemos rescatar la dignidad humana como imperativo 
categórico, restableciendo no solamente el respeto por el prójimo sino por nosotros mismos 
y reafirmando que estamos en capacidad de reconocer en todos los seres humanos aquel 
carácter inalienable que predica nuestro ordenamiento jurídico 
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Reconocer la operatividad de las técnicas de neutralización en la fuerza pública y el 
gobierno nacional nos permite comprender que efectivamente se desarrollaron en nuestro 
país formas de asociación diferencial dirigidas no solamente al aprendizaje de métodos 
más eficientes para la comisión de crímenes de Estado, sino que operaron principalmente 
en la generalización de mecanismos que facilitaron su masificación.  
 
 Permite comprender cuan premeditadas son cada una de las acciones de los políticos y 
militares, así como el alcance pueden tener cada una de las jugadas que realizan en contra 
de sus contradictores.  También nos ayuda a comprender que la puesta en marcha de 
políticas públicas dirigidas a la seguridad puede traer consigo que los agentes del Estado 
se vean inmersos en lo que Matza define como deriva, aquel estado que le permite, cuando 
encuentra conveniente actuar en contra de sus ciudadanos, apoyarse en una serie de 
racionalizaciones y escenarios previamente creados que facilitan su decisión de delinquir 
y respaldan la impunidad. 
 
De ahí que el ejercicio facilite comprender que la responsabilidad política, moral y jurídica 
no puede recaer en casos de criminalidad de Estado, únicamente en quien aprieta el gatillo, 
debiendo también reprocharle los hechos a todo aquel cuyas manos se manchan de sangre 
por cuenta de su acción u omisión, así como quienes pretenden cooptar la administración 
de justicia para evitar el descredito de políticas ineficientes o vetustas.  
 
Finalmente, lo que debe entregar un análisis de una forma de criminalidad desde la 
sociología es una postura que permita definir una política criminal adecuada para mitigarla, 
así entonces si entendemos los falsos positivos como una manifestación de una subcultura 
criminal integrada por unos pocos desviados, será necesario acudir a los mecanismos de 
prevención especial tales como la pena de prisión, para de esta forma evitar que estas 
mismas personas incurran nuevamente en los actos indeseados. Este mecanismo además 
permitirá que se materialicen mecanismos de prevención general al enviar un mensaje a 
los demás efectivos para que se abstengan de acudir a este tipo de conductas y engañar 
al Estado. 
 
Por otra parte, si se entiende que estas manifestaciones de criminalidad responden a 
políticas institucionalizadas y a discursos legitimantes, la estrategia de política criminal 
basada en la cárcel resulta insuficiente, puesto que no permitirá el desmonte de las 
estructuras máxime cundo parte de la estrategia es garantizar la impunidad. La invitación 
a partir del reconocimiento de la operatividad de técnicas de neutralización y asociaciones 
diferenciales a gran escala, es a adoptar medidas mucho más profundas que incluyan 
cambios en el adoctrinamiento militar, en las relaciones entre el aparato de defensa y la 
institucionalidad. Del mismo modo hará parte de la estrategia de política criminal un 
compromiso institucional de adopción de los derechos humanos como norte moral del 
Estado Colombiano, superando los discursos de odio y las pretensiones de 
homogenización en una sociedad que se ha querido definir como Estado Social de Derecho 
con rasgos multiculturales y pluriétnicos. 
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